PROPUESTA DE REFORMA DEL REGIMEN DE COPARTICIPACION FEDERAL DE IMPUESTOS
Las reformas estructurales de la última década consolidaron la estabilidad, garantizaron el crecimiento sostenido de la Nación y por ende mejoraron el bienestar general de sus habitantes.
Entrando al nuevo milenio, el Poder Ejecutivo propone para nuestro país, en las siguientes páginas, una de las reformas estructurales más importantes establecidas por la Constitución Nacional.
Son varios e importantes los factores que nos llevan a efectuarla, tal cual está planteada en estas páginas y abierta al debate de los argentinos:
1) El sistema vigente de distribución de recursos entre la Nación y las provincias revela importantes deficiencias debido a su alta complejidad y ausencia de criterios racionales de distribución. 
2) Este sistema se caracteriza por una falta de flexibilidad para el diseño de políticas fiscales.
3) A pesar que la Argentina es uno de los países cuya ejecución del gasto público se encuentra más descentralizada, debido a que aproximadamente el 47% del mismo ocurre en el ámbito provincial y municipal, no sucede lo mismo con los ingresos, ya que las provincias y  los municipios sólo generan el 24% de los recursos totales. Cabe recordar que  durante los últimos 15 años se descentralizó casi totalmente la responsabilidad (y con ello el gasto) en educación y en salud desde la Nación hacia las provincias. Se presenta entonces un grave problema de falta de correspondencia fiscal, conocido como desequilibrio fiscal vertical. 
4) El nuevo sistema de Coparticipación Federal de Impuestos deberá contemplar, según el artículo 75 inciso 2 de la Constitución Nacional, criterios objetivos de reparto que deberán ser equitativos, solidarios y dar prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional. El sistema actual carece de estos principios lo que provoca un marcado desequilibrio fiscal horizontal.
5) Las provincias generan más del 55% de sus recursos propios con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Este impuesto es uno de los más ineficientes desde el punto de vista económico dado que se exporta a otras provincias y a otros países, representando un verdadero subsidio a la importación, produciendo asimismo, efecto acumulación y favoreciendo la integración vertical de los procesos productivos. 
6) Las transferencias presupuestarias para fines sociales de la Nación hacia las provincias y la Ciudad de Buenos Aires, se realizan generalmente en forma automática y sin controlar el cumplimiento de objetivos básicos, ni se establecen condiciones si estos objetivos no fueran cumplidos. 
7) La reforma del sistema previsional encarada a partir de la década del 90, se encuentra aún en una etapa de transición que no garantiza la sustentabilidad de la actual distribución primaria de recursos. Esto genera la necesidad de que el Sistema de Seguridad Social Argentino sea considerado en su conjunto.
8) La nueva arquitectura institucional de las relaciones fiscales y financieras entre la Nación y las provincias hace necesario contemplar la existencia de una institución que, fiscalice y mejore el funcionamiento del nuevo régimen de coparticipación incorporándole dinamismo y transparencia a las relaciones fiscales intergubernamentales.
9) La reforma requiere que la solución a los problemas se implemente cumpliendo además la restricción de que ninguna jurisdicción reciba menos recursos que los vigentes al momento de la entrada en vigencia de la misma.
Esta situación de complejidad, falta de flexibilidad fiscal, desequilibrio fiscal vertical y de desequilibrio fiscal horizontal, debe solucionarse para permitir que las relaciones entre la Nación y las provincias y de estas últimas entre sí, se desarrollen en un marco de racionalidad y verdadero federalismo fiscal.
Sólo un sistema que garantice que la Nación y las provincias se dirigen hacia un mismo objetivo, armonizando criterios fiscales y sociales y compartiendo responsabilidades, nos llevará a cumplir con el mandato constitucional.
Esto promovió que, en el ámbito del Poder Ejecutivo, se abriera un amplio debate  sobre los aspectos en los cuales debería avanzarse para el diseño de una propuesta de reforma integral de las relaciones fiscales entre la Nación y las provincias. En este sentido, encomendé a la Secretaría de Equidad Fiscal de la Jefatura de Gabinete coordinar un grupo de trabajo con la Secretaría de Asistencia Financiera con las provincias, del Ministerio del Interior, y la Secretaría de Programación Económica y Regional del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos. Se consultó asimismo a expertos nacionales e internacionales en el tema de federalismo fiscal. Las consultas a expertos como Charles Mc. Lure Jr., Thomas Courchene, Richard Bird. Partho Shome y Ricardo Varsano entre otros, tuvieron como fin que, dentro del contexto de nuestra Constitución y de nuestra herencia cultural, pudiéramos avanzar hacia un sistema de federalismo fiscal de mayor excelencia.
Es por ello, que nuestra Propuesta de Reforma contempla los siguientes aspectos: 
1) Simplificación: Se unifican los criterios de coparticipación de los diferentes impuestos.
2) Flexibilidad: Se incluyen todos los recursos tributarios y las contribuciones a la seguridad social en la masa a distribuir, posibilitando el desarrollo de políticas tributarias sin que ello implique un cambio en la distribución de los recursos entre la Nación y las provincias.
3) Reducción del desequilibrio fiscal vertical: Se proponen criterios racionales para la distribución primaria y paulatinamente devolver potestades tributarias a las provincias a través de la descentralización de impuestos.
4) Reducción del desequilibrio fiscal horizontal: se propone un programa de igualación de recursos fiscales potenciales propios per cápita entre las provincias, de manera tal que ninguna tenga menos recursos que el nivel promedio del país. Estas transferencias, al igualar la potencialidad de los recursos, no premian la baja recaudación, por lo que son solidarias sin distorsionar la eficiencia económica.
5) Eficiencia: se propone sustituir los impuestos provinciales sobre los Ingresos Brutos y de Sellos por un IVA “Compartido” entre la Nación y las provincias.
6) Unificación de Principios Sociales para Transferencias Presupuestarias a las provincias para contribuir al Desarrollo Humano: las transferencias de recursos presupuestarios desde la Nación hacia las provincias se harán sobre la base del cumplimiento de los principios nacionales sobre la materia, en consulta con las provincias. En particular, el cumplimiento de dichos principios será requerido para efectuar transferencias para viviendas, educación, salud y programas sociales en general.
7) Consolidación y unificación del sistema previsional: se propone la integración al sistema nacional de las Cajas provinciales aún no transferidas, en la medida en que se cumplan determinados condicionamientos; y que una vez que el sistema comience a producir ahorros, se establezca un esquema de devolución de los mismos entre la Nación y las provincias.
8) Control a través de la creación de un organismo fiscal federal: este organismo tendrá a su cargo el control y fiscalización de lo establecido en la ley convenio con la representación de las provincias, la Ciudad de Buenos Aires y la Nación.
9) Mantenimiento de los niveles absolutos de recursos entre Nación y provincias y entre ellas: se propone que los niveles absolutos de recursos que tuvieran antes del presente régimen se mantengan y que los nuevos criterios racionales para la distribución secundaria operen con los excedentes de recaudación en un esquema de transición.
Invito a los señores Gobernadores, a todos los funcionarios públicos y legisladores nacionales, provinciales y municipales a compartir estas páginas, esperando contar con las críticas y los aportes que nos permitan llegar a un proyecto consensuado y de esta manera contribuir a la grandeza de Nuestra Nación.
I. Introducción





El presente trabajo tiene por objeto enunciar los lineamientos básicos del régimen de coparticipación federal de impuestos que se impulsa, así como también los principales motivos por los que se propone la derogación del vigente. 
El actual régimen ha sido producto de una serie continua de modificaciones a la Ley Nº23.548, ya sea mediante leyes específicas dictadas a tal fin, pactos fiscales o por leyes que establecieron o modificaron impuestos. Para fijar dichos cambios no se han seguido criterios fundados en la eficiencia económica, en la equidad o en la justicia social, sino que se introdujeron en función de las necesidades financieras coyunturales de cada jurisdicción.


En virtud de la carencia de fundamentos técnicos y científicos de estas reformas, el actual régimen ha quedado signado por un marcado desequilibrio, tanto vertical como horizontal. En efecto, mientras que desde los inicios de esta década el Estado Federal ha descentralizando paulatinamente el gasto público para que sea efectuado por las provincias y los municipios, ello no fue acompañado por una correlativa descentralización de las responsabilidades sobre la recaudación tributaria, lo que produce que la mayor parte de los recursos que se erogan no sean recaudados por dichas provincias y municipios, sino por el gobierno federal. Se ha producido asimismo, una marcada diferencia entre los recursos per cápita  que reciben las provincias, lo que caracteriza la falta de equidad de este sistema.
Por tales motivos, como se explicará a lo largo de este trabajo, para determinar una forma más equitativa y eficiente de coparticipar los impuestos entre la Nación, las provincias y la Ciudad de Buenos Aires, se propone un régimen que se base en criterios devolutivos, compensatorios, de equiparación territorial y de igualación. Asimismo se propone la sustitución del gravamen de sellos y del impuesto sobre los ingresos brutos, por un impuesto al consumo general que, no solo garantice la neutralidad del tributo, sino además que permita descentralizar la recaudación en forma paulatina y escalonada.
Cabe señalar finalmente que la clave de una adecuada política fiscal federal reside en una equilibrada estructura de los ingresos fiscales de los distintos niveles de gobierno. Si los gobiernos subnacionales son responsables de promover importantes actividades del sector público como salud y educación, una política sólida sugiere que ellas deberían poder percibir suficientes impuestos para lograr satisfacer la demanda de esos servicios asegurándose que quienes los demanden sean los que pagan los impuestos que los financian, es decir puedan elegir el nivel y clase de servicio público que desean. 
La Constitución Nacional, luego de la reforma del año 1994, ha sentado las bases sobre las cuales deberá efectuarse la distribución de las contribuciones que imponga el Congreso Nacional. En dicho sentido el artículo 75 inc. 2º) de la Carta Magna establece que: 
“Corresponde al Congreso…Imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las provincias. Imponer contribuciones directas, por tiempo determinado, proporcionalmente iguales en todo el territorio de la Nación, siempre que la defensa, seguridad común y bien general del Estado lo exijan. Las contribuciones previstas en este inciso, con excepción de la parte o el total de las que tengan asignación especifica, son coparticipables. 
Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias, instituirá regímenes de coparticipación de estas contribuciones, garantizando la automaticidad en la remisión de los fondos. 
La distribución entre la Nación, las provincias y la Ciudad de Buenos Aires y entre éstas, se efectuará en relación directa a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto; será equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional. 
La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá ser sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente, ni reglamentada y será aprobada por las provincias. 
No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin la respectiva reasignación de recursos, aprobada por ley del Congreso cuando correspondiere y por la provincia interesada o la Ciudad de Buenos Aires en su caso. 
Un organismo fiscal federal tendrá a su cargo el control y fiscalización de la ejecución de lo establecido en este inciso, según lo determine la ley, la que deberá asegurar la representación de todas las provincias y la Ciudad de Buenos Aires en su composición.” (El destacado es nuestro).
Cabe destacar tres (3) aspectos cruciales. En primer lugar, que nuestra Constitución establece que los regímenes de coparticipación deberán ser instituidos por una ley convenio que deberá ser una
 y sólo una. En segundo lugar, que mientras esta ley debe tener indefectiblemente como Cámara de origen la Cámara de Senadores, las leyes que establecen contribuciones o tributos, deben tener como Cámara de origen la de Diputados. Por ende, a diferencia de lo que sucede actualmente, toda ley por la que se establezca una contribución o un tributo no debe legislar sobre aspectos referentes a su distribución, pues mientras dicha ley debe tener como Cámara de origen la de Diputados, la que defina los aspectos referentes a la distribución, debe tener como Cámara de origen a la de Senadores.
Por último, y no por ello menos importante, cabe considerar que el nuevo texto constitucional hace referencia a que la ley convenio “será aprobada” por las provincias. Si bien queda claro el espíritu que los constituyentes quisieron otorgarle a la reforma, desde un punto de vista estrictamente técnico, una ley que ha sido aprobada por la Cámara de origen – en este caso el Senado – luego por la Cámara revisora – en este caso Diputados – y posteriormente promulgada por el Poder Ejecutivo, no necesita ni admite otra aprobación, en términos de su vida constitucional.
Por lo tanto, aunque el término aprobación no plantea dudas interpretativas, el término más apropiado hubiese sido adhesión, o aceptación que son los términos que usa la Ley 23.548.
II. Situación Actual
II.I. Régimen Actual
El sistema vigente de distribución de recursos entre la Nación y las provincias, como se ha plasmado en el Capítulo I, está constituido por varios regímenes que utilizan distintos criterios para efectuar dicha distribución. Entre ellos encontramos el de la Ley 23.548, vigente desde enero de 1988 y sus numerosas modificaciones, el del Fondo del Conurbano Bonaerense, el de Aportes del Tesoro Nacional, el del Subsidio al Consumo de Gas en las provincias Patagónicas y el del Fondo para el Desarrollo Eléctrico del Interior.
Este sistema presenta una total ausencia de criterios objetivos y racionales de reparto. No es devolutivo, ni redistributivo, ni una combinación de ambos, además evidencia una falta total de incentivos para el uso eficiente de los recursos distribuidos.
El siguiente gráfico resulta suficientemente demostrativo de la complejidad del sistema de distribución actual.
[image: image14.emf]Ingresos 


76%


24%


Nación 


Provincias + Municipios




Ingresos 

76%

24%

Nación  Provincias + Municipios

Gráfico III-1 Complejidad del sistema de distribución actual
Fuente: Ministerio del Interior. Estado previo al dictado de las Leyes 24.977 y 25.082.
Asimismo, el siguiente cuadro pone de manifiesto la multiplicidad de criterios utilizados para efectuar las transferencias de recursos a las provincias. 
Cuadro III-1 Transferencias a provincias
	Nombre de las transferencias
	Criterios de distribución

	No presupuestarias de libre disponibilidad
	

	Coparticipación Federal
	% fijos (ley 23.548)

	Transferencia de servicios
	costo de los servicios

	Cláusula de garantía
	% fijos (ley 23.548)

	Suma fija ganancias (ley 24.621)
	% fijos (ley 23.548)

	Suma fija ganancias (ley 24.699)
	% fijos (ley 23.548)

	Bienes personales (ley 24.699)
	% fijos (ley 23.548)

	Fondo Compensador Desequilibrios Provinciales
	según necesidades

	Presupuestarias con asignación específica
	

	Aportes del Tesoro Nacional
	según necesidades

	Obras de infraestructura social
	indicadores sociales

	Excedente fondo conurbano
	indicadores sociales

	Bienes Personales (ley 23.966)
	población jubilada

	Fondo Educativo
	indicadores educativos

	IVA Seguridad Social (ley 23.966)
	población jubilada

	Vialidad Provincial
	km. pavimentados

	Obras de Infraestructura
	% fijos (ley 23.548)

	Fondo de Desarrollo Eléctrico del Interior
	ejecución de obras

	Fondo Nacional de la Vivienda
	déficit habitacional

	Ex-Fondo de Desarrollo Regional
	ejecución de obras

	Subsidio al consumo de gas
	consumo de gas 

	Fondo compensador tarifas eléctricas
	consumo de energía

	Transferencias a empresas de energía eléctrica
	% fijo

	Fondo Especial del Tabaco
	distintos criterios


Además de dichas transferencias, otro de los componentes del actual esquema de relaciones fiscales entre la Nación y las provincias está constituido por el conjunto de transferencias específicas incluidas en el Presupuesto Nacional y asignadas para atender determinadas funciones o responsabilidades provinciales en las áreas de educación, salud, seguridad social, bienestar social, vivienda, infraestructura vial y energía. En el Anexo II se transcribe un cuadro que expone los programas sociales nacionales ejecutados por las provincias con las transferencias nacionales.
II.II. Situación Económica
La total ausencia de criterios objetivos, equitativos y redistributivos de reparto a los que se hizo referencia en el apartado anterior han caracterizado al actual régimen de coparticipación federal de impuestos tanto por su marcado desequilibrio horizontal, como vertical.
En efecto, un rasgo sobresaliente de la estructura de las relaciones fiscales de la República Argentina es el desequilibrio fiscal vertical que proviene de la actual asignación de funciones y recursos entre el gobierno central y los gobiernos provinciales. Este desequilibrio se aprecia en el siguiente cuadro.
Cuadro III-2 Gasto e Ingreso Público Nacional Consolidado
Por niveles de Gobierno en millones de $ - Año 1997-
	Jurisdicción
	Gastos
	Ingresos

	
	$
	%
	$
	%

	Nación
	41.175
	53,4
	54.573
	76,1

	Provincias
	28.579
	37,0
	13.455
	18,7

	Municipios
	7.385
	9,6
	3.708
	5,2

	Total Consolidado
	77.139
	100,0
	71.736
	100,0


	Concepto
	Nación
	Provincias
	Municipios
	Total

	Gastos
	41.175
	28.579
	7.385
	77.139

	Ingresos
	54.573
	13.455
	3708
	71736

	Transferencias
	-17.675
	-3.270
	0
	-20.945

	Ingresos por Transferencias
	0
	17.675
	3.270
	20.945

	Necesidad de Financiamiento
	-4.277
	-719
	-407
	-5403


Fuente: Boletín Fiscal IV Trimestre 1997 - Base Caja / D. N. de Coordinación con las Provincias. Síntesis del Mensaje y Proyecto de Ley para 1998 (Municipios)
Gráfico III-2 Proporción de Gastos e Ingresos entre Nación y Provincias
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Como podrá observarse la Nación ejecuta el 53% del gasto público total y percibe el 76% de los ingresos totales. A la inversa, las provincias y municipios ejecutan el 47% del gasto público total y recaudan sólo el 24% de los recursos totales. Este marcado desequilibrio vertical obliga a que se produzcan importantes transferencias de recursos desde la Nación hacia las provincias.
Durante 1998, el promedio simple de la relación entre recursos propios y totales de todas las provincias (sin Ciudad de Bs. As.) fue del 30%.
En la mayoría de las jurisdicciones el nivel de recursos propios es inferior al proveniente de recursos transferidos por la Nación, lo que resta autonomía fiscal a las provincias.
Otra cuestión que merece ser destacada en la estructura de las relaciones fiscales de la República Argentina es el acentuado desequilibrio fiscal horizontal. El mismo se refleja en la marcada dispersión de los recursos per cápita entre las distintas provincias, resultando el ingreso total correspondiente a la provincia con mas recursos per capita, cuatro veces superior a la que menos tiene.
Merece un comentario aparte la situación de la Ciudad de Buenos Aires. En dicha jurisdicción la prestación de los servicios públicos de seguridad y de justicia, son financiados por el Estado Nacional. Por lo tanto, si bien es la jurisdicción que menos recursos de transferencias nacionales percibe, no solventa la totalidad de los servicios públicos que se prestan en su territorio. Ello hace que, en principio, deba excluirse del análisis a la mencionada Ciudad, por no resultar comparable su situación respecto de la relación gasto en servicios/fuente de financiamiento, con la del resto de las provincias. 
Si bien es cierto que los costos de provisión de servicios públicos difieren entre las distintas jurisdicciones, no lo hacen en una magnitud tan grande como para explicar tan amplia dispersión en los recursos per cápita de cada provincia.
Además de los recursos que las provincias reciben por coparticipación, también reciben por parte de la Nación, transferencias presupuestarias con asignación específica para un fin determinado, a los que usualmente se los denomina “fondos”, como por ejemplo el FONAVI.
Cuadro III-3 Fondos de Asignación Específica destinados al financiamiento de gastos Provinciales y Municipales
Año 1998 - Devengado en miles de $
	Jurisdicción y Programa o Actividad
	Monto

	ANSeS
	

	Ley 23.966 art. 30 – Impuesto sobre los bienes personales
	48.847

	Transferencias de impuestos a las provincias
	          169.967 

	Obligaciones a Cargo del Tesoro
	

	Infraestructura Básica Social (sin Provincia de Bs.As.)
	          586.799 

	Infraestructura Básica Social (a Provincia de Buenos Aires)
	          650.000 

	Desarrollo Vial
	          479.488 

	Desarrollo Educativo
	              7.427 

	Secretaría de Desarrollo Social
	

	FONAVI
	          896.640 

	Ministerio del Interior
	

	ATN
	          369.599 

	Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos
	

	Form. y Ejec. de la Política Energética – FEDEI
	            96.176 

	Form. y Ejec. de la Pol. Energ. - Fondo Comp. de Tarifas (FCT)
	          90.526 

	Transferencia a Empresas de Energía Eléctrica
	25.526

	Obras de Infraestructura
	159.829

	Apoyo a la Reconversión del Sector Tabacalero
	          170.862 

	TOTAL
	  3.751.690 


Fuente: SIDIF y Boletín Fiscal.
II.III. Sistema Previsional 
II.III.I. La situación en 1990
La situación explosiva del Sistema de Seguridad Social en la década del ’80 tuvo su origen en numerosos factores:
· Largos períodos de alta inflación,
· Evasión sostenida,
· El monto de los haberes de los beneficiarios ligado a los salarios de actividad y no a las cotizaciones, lo que desembocaba en una incapacidad intrínseca para generar los recursos necesarios,
· La movilidad de los haberes otorgada con independencia de los ingresos del sistema. Se otorgaban incrementos en los haberes jubilatorios que al mismo tiempo se depreciaban en términos reales por el contexto de alta inflación, dando lugar a una elevada volatilidad de los haberes reales,
· La demora en que incurría la Administración de la Seguridad Social para otorgar los beneficios era uno de los mecanismos utilizados para equilibrar el sistema,
· La proliferación de regímenes de privilegio y
· La debilidad del sistema frente al fraude: Como se computaban los tres mejores años de los últimos diez, se generaba una subdeclaración de los ingresos de los primeros siete años y una sobredeclaración de los ingresos de los últimos tres.
Peor aún, la legislación daba lugar a que individuos que hubieran realizado diferentes aportes, obtuvieran los mismos beneficios.  Esto sucedía porque para jubilarse se cumplimentaba el requisito de años de aportes con una declaración jurada, no con aportes registrados y comprobados como hoy tenemos en el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJyP).
Además se detectó un alto índice de fraude en la cobertura de las pensiones y de las jubilaciones por invalidez.
Durante la década del ’80 hubo un crecimiento desproporcionado tanto en el número como en el monto de los beneficios de las pensiones en relación a las jubilaciones. Mientras que en 1980 la relación entre el monto de pensiones/jubilaciones era de 39,1%, en 1989 era de 53,9%.
En el año 1997, esta relación bajó al 32,2% gracias a la depuración realizada.
Por otro lado entre 1980 y 1989 el número de jubilados por invalidez se triplicó, pasando de 187.400 a 574.200. Un crecimiento de tal magnitud no puede asociarse a un aumento proporcional en los índices de discapacidad laboral, sino a la extrema permisividad para otorgar esos beneficios.
Todo esto daba lugar a la manipulación demagógica con el objeto de otorgar beneficios que no se correspondían con los montos aportados ni con las posibilidades del presupuesto nacional.
Así se desembocó en una caída espectacular de las prestaciones durante toda la década del ’80, que solo a partir de los logros y reformas de este gobierno se logra revertir y  superar junto con el pago de las deudas contraídas.
Por otro lado tanto las demoras en las tramitaciones, como la subindexación de haberes, generaron un alto nivel de conflictividad, que desembocaron en las miles de demandas judiciales.
A ello debe adicionarse el alto grado de litigiosidad originada en los Decretos de Emergencia Previsional Nº 2.196/86 (que paralizó todos los juicios incluso las ejecuciones de sentencia y los reclamos administrativos contra las cajas de previsión por el cobro de reajustes jubilatorios) y 648/87  ( que estableció una forma de pago para las sentencias firmes).
Estos decretos fueron declarados inconstitucionales y finalmente derogados por la Ley 23.568/88 que estableció un plazo de tres años para el cumplimiento de las sentencias firmes.
Estas y otras falencias en orden a la administración, gestión y aplicación de los recursos afectaron la estructura de financiamiento y comprometieron la continuidad misma del sistema.
En este marco, los principios de equidad y solidaridad del Sistema aparecían desdibujados o inexistentes y afectaban fuertemente, la credibilidad del mismo.
II.III.II. El pago de la deuda
El legítimo reclamo de los beneficiarios recién fue atendido a principios de esta década, a través de las Leyes 23.982 del año 1991 y 24.130 del año 1992, por las cuales el gobierno reconoció 13.347.074.000 pesos en concepto de deuda, sobre un total de 4.191.345 casos.
Parte de esta deuda se pago de la siguiente forma:
Efectivo





  




2.270.756.000 
Bocones 

  8.299.470.000 
TOTAL

10.570.226.000
A diciembre de 1997, se habían cancelado 9.541.100.000 pesos de esta deuda
Los 1.029 millones de diferencia entre los 10.570 de Deuda Reconocida y los 9.541 millones de Deuda Cancelada se deben a:
· 596 millones correspondientes a sucesiones de los beneficiarios.
· 240 millones correspondientes a cambio de opción (al no cobrar rápidamente en efectivo, algunos beneficiarios deciden pasarse a bonos)
· 193 millones correspondientes a beneficiarios que no ejercieron su opción (es decir, que no han decidido aún en qué quieren cobrar).
En lo que hace a la deuda que no pudo instrumentarse, existen 110.000 juicios en concepto de retroactivos que costarían al Estado unos 2.000 millones de pesos. Este monto implica los casos pendientes de ejecución en 1998 (205 millones de pesos) más 1.795 millones.
II.III.III. Evolución del haber medio mensual
La reforma del sector previsional permitió un incremento en los haberes mínimos percibidos por los antiguos jubilados. A su vez, dicho haber evolucionó en forma creciente en el tiempo tanto para los que se jubilaron antes de la reforma como para los que lo hicieron posteriormente.
Gráfico III-3 Haber Medio Mensual
Pesos Constantes a Diciembre de 1997
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Fuente: Elaboración propia en base a datos del ANSeS
II.III.IV. Financiamiento del Sistema
La crisis descripta produjo como resultado una situación financiera insostenible que requirió financiamientos complementarios a los recursos propios del sistema (aportes personales y contribuciones patronales). Este financiamiento se instrumentó a través de leyes que establecían asignaciones específicas de lo producido por determinados impuestos, como también a través de recursos transferidos presupuestariamente por parte del Gobierno Nacional. De esta manera, se modificaron de hecho los porcentajes de distribución de recursos tributarios establecidos en el artículo 3 de la Ley 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos, que distribuía el 42.34% de lo recaudado por los impuestos nacionales
 para la Nación y el 57.66% restante para las provincias. El siguiente cuadro muestra que tanto la Nación como las provincias cedieron recursos tributarios que les correspondían por coparticipación para financiar el sistema de seguridad social:
Cuadro III-4 Distribución de Recursos Tributarios Año 1998
	Recursos Tributarios
(En Millones)
	Provincias y Ciudad Bs. As.
	Nación
	Seguridad. Social
	Total

	 Ganancias 
	4.679,7 
	2.051,9 
	2.756,9 
	9.488,6 

	 Bienes personales 
	449,5 
	294,3 
	28,4 
	772,2 

	 Impuesto al Valor Agregado 
	9.340,7 
	6.324,4 
	4.672,0 
	20.337,1 

	 Internos (incluido Seguros) 
	818,1 
	873,2 
	250,4 
	1.941,7 

	 Combustibles líquidos 
	479,5 
	1.357,6 
	488,3 
	2.325,4 

	 Resto 
	170,2 
	867,7 
	1.440,6 
	2.478,5 

	 TOTAL 1 
	15.937,7 
	11.769,0 
	9.636,6 
	37.343,4 

	Aportes de Nación para Seguridad Social
	
	(1.340,0)
	1.340,0 
	

	Subtotal
	15.937,7 
	10.429,1 
	10.976,6 
	37.343,4 

	 Porcentajes efectivos sobre recursos tributarios 
	42,7%
	27,9%
	29,4%
	100,0%

	 Porcentajes originales de la Ley 23.548 
	57,7%
	42,3%
	
	100,0%

	 Puntos porcentuales cedidos a la Seguridad Social 
	15,0%
	14,4%
	
	29,4%

	FONAVI1 , FEDEI y FET
	1.200,4 
	(1.200,4)
	
	

	 TOTAL 2 
	17.138,1 
	9.228,7 
	10.976,6 
	37.343,4 

	 Porcentajes efectivos sobre recursos tributarios 
	45,9%
	24,7%
	29,4%
	100,0%

	 Porcentajes originales de la Ley 23.548 
	57,7%
	42,3%
	
	100,0%

	 Puntos porcentuales cedidos  
	11,8%
	17,6%
	
	29,4%


Nota: Incluye FONAVI con garantía de $900 millones
Fuente: Elaboración propia sobre datos proporcionados por la AFIP
De este modo, los $ 18.235,6 millones gastados durante 1998 en el funcionamiento del Sistema Previsional, se financiaron a través de $ 7.259,0 millones provenientes de contribuciones y aportes y $ 10.976,6 millones derivados de los recursos impositivos.
La siguiente tabla muestra la distribución del gasto total del país en Seguridad Social del año 1998. Ello indicaría el nivel de incremento del gasto del sistema nacional en caso de incorporarse las Cajas Provinciales aún no transferidas.
Cuadro III-5 Gasto del Sistema Previsional (SIJyP) - 1998
	Descripción
	Monto devengado en millones de $

	Gastos de administración del sistema – ANSeS
	318.8

	Jubilaciones y Pensiones administradas por el ANSeS – Sistema Nacional
	13 269.2

	Atención de  las Cajas Provinciales Transferidas – ANSeS
	2 005.8

	TOTAL ANSeS 1
	15 593.8

	No administradas por ANSeS 2
	2 641.8

	Subtotal del gasto en Jubilaciones y Pensiones
	18 235.6

	Cajas Provinciales no transferidas
	4001.2

	Total del gasto en Jubilaciones y Pensiones
	22 236.8


Notas: 
1. El total no coincide con el presupuesto de la ANSeS dado que el mismo incluye, además del gasto previsional, las asignaciones familiares y el seguro de desempleo.
2. Cajas de las Fuerzas Armadas, Policía Federal, Gendarmería Nacional y Prefectura Naval Argentina, y otros.
Fuente:
 Cajas Provinciales no transferidas: Dirección Nacional de Coordinación Fiscal con las provincias, MEyOSP, ejercicio 1997. Resto: SIDIF
A continuación se presenta un detalle de la situación en la que se encuentran las Cajas Provinciales de Previsión Social aún no transferidas: 
Cuadro III-6 Cajas Provinciales aún no transferidas
Montos en millones de pesos ejercicio 1997
	Provincia
	Aportes y Contribuciones
	Total de Erogaciones
	Superávit o Déficit

	Buenos Aires
	 1 310.8 
	 1 530.9 
	-220.1

	Córdoba
	624.9 
	691.3 
	-66.4

	Corrientes
	139.0 
	178.6 
	-39.6

	Chaco
	156.8 
	188.0 
	-31.2

	Chubut
	97.9 
	97.0 
	0.9

	Entre Ríos
	216.6 
	271.9 
	-55.3

	Formosa
	94.5 
	107.0 
	-12.5

	La Pampa
	58.0 
	56.9 
	1.1

	Misiones
	119.1 
	127.6 
	-8.5

	Neuquén
	66.2 
	93.6 
	-27.4

	Santa Cruz
	57.1 
	113.8 
	-56.7

	Santa Fe
	381.4 
	524.1 
	-142.7

	Tierra del Fuego
	65.0 
	20.7 
	44.3

	TOTAL
	 3 387.3 
	 4 001.4 
	-614.1


Fuente: Dirección Nacional de Coordinación Fiscal con las Provincias, MEyOSP, en base a datos suministrados por las provincias.
III. Necesidad de la Reforma

En este Capítulo, se profundizará el análisis de los principales problemas que presenta el actual sistema de coparticipación, mencionados en el Capítulo III, y se expondrán los principios básicos enunciados por la doctrina tributaria y del federalismo fiscal para dar solución a los mismos. Estos problemas y principios de solución, adecuados a la realidad de nuestro país y a nuestra Carta Magna, son las bases sobre las que se efectúa la propuesta de reforma del régimen de coparticipación de impuestos que se enuncia en el Capítulo siguiente.
III.I. Problemas de eficiencia y equidad que presenta el actual régimen de coparticipación
La necesidad de una reforma en la actual relación fiscal entre la Nación y las provincias se evidencia a partir de la explicación de los problemas más importantes que la misma presenta. Ellos son:
a) Esquema de distribución de recursos complejo, ineficiente y poco flexible: Las sucesivas modificaciones al régimen vigente de coparticipación, la presencia de numerosas transferencias con fines específicos o determinadas por leyes especiales, y la existencia de una norma específica de distribución para cada impuesto
, dieron por resultado un esquema de distribución de recursos entre la Nación y las provincias complejo, poco transparente, ineficiente, de difícil control y con escasa flexibilidad, lo que dificulta mejorar la política fiscal de la Nación. 
b) Ausencia de criterios objetivos y racionales para la distribución de las transferencias: La ley de coparticipación federal vigente fijó porcentajes de distribución secundaria sin establecer criterios objetivos para su determinación. Esta ausencia de criterios objetivos, trae como consecuencia una asignación de recursos de naturaleza inequitativa e ineficiente que se refleja en una gran disparidad entre las provincias en lo que respecta al monto de sus recursos totales per cápita y por consiguiente del nivel y calidad de los bienes y servicios públicos que sus habitantes reciben. 
c) Ausencia de control del cumplimiento de los objetivos de las transferencias presupuestarias orientadas al gasto social: Actualmente las transferencias de recursos presupuestarios de la Nación a las provincias, destinadas al gasto social, se realizan mayormente en forma automática y sin un adecuado control del cumplimiento de los objetivos perseguidos. 
d) Desequilibrio fiscal vertical: A pesar que la Argentina es uno de los países más descentralizados en términos de gasto público, dado que aproximadamente el 47% se realiza a nivel provincial y municipal, no ocurre lo mismo con los recursos, ya que las provincias y los municipios sólo generan, en promedio, el 24% de los recursos totales. Se presenta entonces un grave problema de correspondencia fiscal al no existir un incentivo para que las provincias desarrollen acciones tendientes a incrementar los recursos propios.
e) Desequilibrio fiscal horizontal: Mientras el desequilibrio vertical se refiere a la relación Nación – provincias, el horizontal refleja la gran dispersión en la disponibilidad de recursos totales per cápita entre las distintas provincias. Al permitir que algunas provincias reciban recursos per cápita varias veces superiores a los de otras, el actual sistema carece de la equidad exigida por el artículo 75 inciso 2 de la Constitución Nacional. La magnitud del desequilibrio horizontal es tan grande que no puede ser explicada únicamente por las diferencias en los costos de provisión de servicios públicos entre las distintas jurisdicciones.
f) Ineficiencia económica del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y de Sellos: Las provincias actualmente recaudan más del 50% de sus recursos propios con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, el que por producir traslación acumulativa o efecto cascada resulta totalmente ineficiente desde el punto de vista económico. En el mismo sentido, el Impuesto de Sellos genera los mismos efectos que el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, produciendo las mismas consecuencias no deseadas: pérdida de neutralidad y la imposibilidad de devolver el impuesto incluido en el costo de los bienes exportados. Ambos gravámenes deberían ser sustituidos por un impuesto general al consumo que tienda a garantizar la neutralidad tributaria y la competitividad de la economía. Debe resaltarse que, en lo que al impuesto sobre los Ingresos Brutos se refiere, esto ha sido un compromiso asumido por las provincias a través del Pacto Fiscal del 12 de agosto de 1993.
III.II. Principios básicos de finanzas públicas y de federalismo fiscal
El proyecto de Ley de Coparticipación Federal de Impuestos que se propone, contempla los siguientes principios básicos de tributación, finanzas públicas y federalismo fiscal: 
a) Principios de distribución de impuestos y gastos
1) Subsidariedad del gasto: El principio de subsidariedad postula que el gasto público debería estar ubicado en el nivel más bajo posible de gobierno para evitar desbordamientos de beneficios entre las jurisdicciones.
2) Asignar impuestos provinciales de amplia base que contemplen el principio de residencia / destino: Los impuestos que se asignen a nivel provincial deberían cumplir al menos cuatro requisitos fundamentales:
a) La base imponible tendría que ser fija y permitir a las autoridades provinciales variar el nivel de las alícuotas sin modificar dicha base. 
b) El producido de los mismos debería ser el adecuado para satisfacer las necesidades locales y expandible en la misma proporción que las responsabilidades de gasto.
c) No ser exportables a los sujetos no residentes.
d) Ser fácilmente administrables. 
En consecuencia, a los efectos de observar los principios arriba enunciados, y considerando que la estructura tributaria existente en nuestro país se apoya en una mayor incidencia de los impuestos que gravan el consumo como así también que el criterio por el cual los beneficiarios de los servicios públicos financiados con esos impuestos deben ser los consumidores, los impuestos provinciales que se asignen deberían estar basados en el principio de destino.
3) Descentralización tributaria: Debe promoverse la delegación en los gobiernos provinciales de todos los impuestos que sean constitucional y administrativamente viables para su descentralización. De esta manera se busca revertir la magnitud del desequilibrio vertical existente generando mejores condiciones e incentivos para el desenvolvimiento de las relaciones fiscales entre la Nación y las provincias.
b) Principios Básicos de Finanzas Públicas
1) Rendición de cuentas: de los diferentes niveles de gobierno a los ciudadanos respecto a sus políticas en materia tributaria y de gasto.
2) Transparencia: en todos los actos de gobierno relacionados con la obtención de recursos y ejecución de gastos.
3) Eficiencia: en el gasto, en la relación entre objetivos e instrumentos políticos y en la distribución de funciones y competencias.
4) Correspondencia fiscal: la jurisdicción que realiza el gasto debe asumir los costos de las decisiones sobre la forma de recaudar los fondos para ejecutar dichos gastos.
5) El principio Federal: las provincias deben tener las potestades necesarias para diseñar y aplicar sus propias políticas de desarrollo socioeconómico dentro de un marco nacional de normas y principios.
c) Principios para las transferencias intergubernamentales
1) Equidad fiscal: todas las provincias deben tener acceso a niveles de recursos totales per cápita que les permitan proveer niveles razonablemente comparables de servicios públicos a tasas impositivas razonablemente comparables.
2) Razón constitucional: cada nivel de gobierno debe tener acceso a recursos suficientes para cumplir sus responsabilidades constitucionales.
3) Razón ciudadana: los diferentes niveles de gobierno deben acceder a fondos suficientes para brindar ciertos niveles mínimos de servicios sociales. Si, para su cumplimiento, son necesarias transferencias entre niveles, las mismas deben ser condicionales.
IV. Propuesta de Reforma
IV.I. Objetivos globales de la reforma
Los objetivos de la propuesta de reforma están orientados hacia la solución de los problemas existentes en el actual sistema de Coparticipación Federal de Impuestos, respetando los principios enunciados en la Constitución Nacional y atendiendo las restricciones impuestas por criterios operativos, de auditoría y control y de equidad fiscal, así como también a los principios básicos de las finanzas públicas y de federalismo fiscal anteriormente enunciados.
Los principales objetivos de la propuesta se resumen en los siguientes:
1) Simplificar los criterios sobre los cuales se efectúa la distribución primaria entre la Nación y las provincias, contemplando un único régimen que sea eficiente y transparente.
2) Flexibilizar el sistema incorporando en la masa todos los recursos tributarios y las contribuciones a la seguridad social y posibilitando el desarrollo de políticas tributarias sin que ello implique un cambio en la distribución de los recursos entre la Nación y las provincias.
3) Lograr un mayor grado de correspondencia fiscal a través de una paulatina descentralización de impuestos, procurando que la jurisdicción responsable de efectuar el gasto, obtenga los recursos necesarios para llevarlo a cabo. De esta manera se persigue reducir en forma considerable el actual desequilibrio vertical entre Nación y provincias en la distribución de los recursos y gastos.
4) Reducir el desequilibrio fiscal horizontal contemplando criterios objetivos de reparto, que permitan una distribución de recursos en relación directa a las competencias, servicios y funciones de los diferentes niveles de gobierno para asegurar que puedan proveer niveles comparables de bienes y servicios públicos, a similares niveles de presión tributaria.
5) Mejorar la eficiencia y competitividad internacional del país al disminuir los mayores costos producidos como consecuencia de la aplicación del impuesto sobre los ingresos brutos y del gravamen de sellos sobre los bienes y servicios exportables, eliminando así la ineficiencia económica de estos tributos.
6) Aumentar la eficiencia de las transferencias de recursos presupuestarios que la Nación entrega a las provincias para la ejecución de programas sociales, estableciendo principios básicos a cumplir y un sistema de control que verifique el cumplimiento de los objetivos perseguidos con los mismos. 
7) Consolidar y unificar el sistema previsional mediante la integración al sistema nacional de las Cajas provinciales aún no transferidas, en la medida en que se cumplan determinados condicionamientos y una vez que el sistema comience a producir ahorros, se distribuyan los mismos entre la Nación y las provincias.
8) Controlar y fiscalizar lo establecido en el nuevo régimen de coparticipación a través de la creación de un organismo fiscal federal con la representación de las provincias, la Ciudad de Buenos Aires y la Nación.
9) Mantener los niveles absolutos de recursos que cada jurisdicción tuviera antes del presente régimen y que los nuevos criterios objetivos para la distribución secundaria operen con los excedentes de recaudación en un esquema de transición.
IV.II. Propuesta sobre la distribución primaria
IV.II.I. Responsabilidades en materia de Gasto Previsional
Existe una propuesta de reforma del Sector Previsional elaborada por el Poder Ejecutivo Nacional, que se orienta en el sentido de fortalecer los rasgos positivos del actual sistema implantado en 1994, respetando los derechos adquiridos, haciendo mas progresivo el gasto previsional y, en general, el gasto social, y disminuyendo subsidios y privilegios de los sectores de mayores recursos de la sociedad en beneficio de los actuales jubilados de menores ingresos.
El efecto de la reforma sobre el gasto previsional administrado por la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSeS) muestra un incremento del mismo respecto al régimen actual para el primer quinquenio, verificándose ahorros posteriores que crecen considerablemente en el tiempo. El siguiente gráfico permite apreciar lo antedicho:
Gráfico V-1 Estimación del Gasto Previsional
En millones de $
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Fuente: ANSeS
Se observa que el gasto en jubilaciones y pensiones en el caso de implementarse la reforma, crecería inicialmente alcanzando el máximo nivel aproximadamente una década después de la entrada en vigencia del nuevo régimen. A partir de allí, comenzaría a reducirse generando importantes ahorros en el sistema.
Debido a que tanto la Nación como las provincias han sacrificado en la última década recursos coparticipables para hacer frente a la crisis del sector previsional, es justo que los ahorros en el sistema sean compartidos entre ambos niveles de gobierno. En este sentido, se propone que todo ahorro en el gasto previsional respecto al gasto máximo que se alcanzaría en caso de implementarse la reforma sea distribuido de la siguiente manera: 50% para la Nación con libre disponibilidad y el 50% restante con destino a la masa de distribución secundaria entre provincias.

Finalmente, en lo que respecta a las Cajas de Previsión Social provinciales aún no transferidas, la Nación continuará con su intención de incorporarlas para consolidar un único sistema previsional. Sin embargo, se prevé un nuevo sistema para aquellas cajas provinciales que se transfieran a partir de la entrada en vigencia del nuevo régimen, incorporando las siguientes exigencias:
· Realización de una auditoría previa a la transferencia.
· Reestructuración de las Cajas a fin de que cumplan con la Ley 24.241 y sus  complementarias y modificatorias. 
· Efectivización de la transferencia sólo a partir del año en que sea incluida en el Presupuesto Nacional.
· Disminución de las jubilaciones de privilegio.

En un escenario en el que las Cajas Provinciales se hallen transferidas en su totalidad y, al mismo tiempo, se concrete la  reforma del régimen ya descrita, la evolución del gasto previsional administrado por la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSeS) será similar a la indicada en el gráfico anterior pero incrementado en la magnitud de las erogaciones de las Cajas Provinciales a transferirse. Estas erogaciones fueron, para el conjunto de las trece cajas aún no transferidas, de $ 4.001 millones durante el ejercicio 1997, con un déficit de $ 614 millones. (Cuadro III.8) 

En cuanto a cómo hacer frente a dicho déficit, existen tres alternativas: 
1) detraerlo de la masa de recursos coparticipables, antes de la distribución primaria,
2) emisión por parte del Estado Nacional de un bono a largo plazo a ser pagado con las futuras reducciones en el gasto previsional como consecuencia de la reforma del mismo. El vencimiento de dicho bono debe diseñarse de manera que el mismo se produzca cuando exista suficiente reducción del gasto previsional como para cancelar la deuda contraída,
3) utilización del eventual excedente sobre las necesidades corrientes del sistema de seguridad social previsto como porcentaje de la masa coparticipable, 

El siguiente gráfico muestra la evolución del gasto previsional bajo este escenario en forma meramente indicativa, ya que presupone que todas las cajas previsionales aún administradas por las provincias se incorporarían al sistema único a partir del primer año de vigencia de la reforma. Por otro lado, asume como incremento del gasto previsional por la absorción de las cajas los $ 4.001 millones antes mencionados, monto que puede modificarse en función de las condiciones que se definan con cada una de las provincias para el traspaso de la respectiva caja, a partir de los resultados de las auditorías previas. 
Gráfico V-2 Estimación del Gasto Previsional transferidas todas las Cajas Provinciales
En millones de $
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Fuente: ANSeS y Dirección Nacional de Coordinación con las Provincias MEyOSP.
Se observa, también en este caso, que el gasto en jubilaciones y pensiones crece hasta alcanzar un máximo luego de aproximadamente una década de vigencia del nuevo régimen. A partir de allí, los ahorros generados se distribuirán en las proporciones mencionadas con anterioridad, es decir 50% para la Nación con libre disponibilidad y el 50% restante con destino a la masa de distribución secundaria entre provincias.
Tal como se observa en los gráficos V-1 y V-2 de no aprobarse la propuesta del poder ejecutivo nacional respecto de la modificación del sistema de seguridad social, será necesario, dado el incremento en el gasto que se produciría en los próximos 50 años, que la Nación recurra a diferentes alternativas para financiar el mismo. 
IV.II.II. Distribución entre la Nación y las provincias

En primer lugar, se propone la creación de una única masa de recursos coparticipados, conformada por todos los impuestos nacionales con excepción de los provenientes del comercio exterior, e incluyendo desde ahora las contribuciones patronales a la seguridad social. Esto implica un sistema único de distribución de impuestos, eliminando la distribución existente en la actualidad, que es diferente, impuesto por impuesto.
Podemos graficar la situación actual y la propuesta de la siguiente manera:
Gráfico V-3 Situación Actual
En miles de pesos
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Fuente: Elaboración propia sobre datos MEyOSP y provincias
Gráfico V-4 Situación Futura
En miles de pesos
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Fuente: Elaboración propia sobre datos MEyOSP y provincias
Gráfico V-5 Situación Futura de las transferencias provinciales
En miles de pesos
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Fuente: Elaboración propia sobre datos MEyOSP y provincias
En dicho sentido, la nueva masa coparticipable deberá estar conformada por los siguientes conceptos:
a) Contribuciones Patronales, y;
b) Todos los impuestos nacionales, excluidos los derechos de importación y exportación previstos en el artículo 4º de la Constitución Nacional.
Esto permite, por un lado simplificar el sistema lo cual constituye una necesidad insoslayable, y por el otro una mayor flexibilidad fiscal, ya que las reformas impositivas podrán hacerse teniendo en cuenta los efectos económicos de los diferentes impuestos en lugar de su efecto distributivo entre Nación y provincias.
En segundo lugar, esta masa se distribuirá entre la Nación y las provincias respetando el principio de que ninguna provincia ni la Nación pueden recibir menos recursos que los que se originaban en el sistema al momento de entrada en vigencia del nuevo régimen. En virtud de los principios y criterios antes enunciados se propone la siguiente distribución de los mismos:
a) Participación de la Nación en la masa (a un momento dado, 1997/98 o promedio) más el importe correspondiente a la asignación por el Sistema de Seguridad Social (a un momento dado).
b) Participación de las provincias en la masa coparticipable (a un momento dado).
En tercer lugar, se eliminarán las asignaciones específicas de impuestos para fondos específicos. Esto no significa, la eliminación de los Fondos sino la determinación del monto de los recursos destinados a los mismos por medio del Presupuesto, en algunos casos, o incluyéndolo dentro de la distribución secundaria de las provincias, en otros.  El primer caso, es lo que se propone para el FONAVI, FEDEI, Fondo Especial del Tabaco y el segundo para el Fondo del Conurbano Bonaerense y para el Fondo Compensador de Desequilibrios Provinciales.
En cuarto lugar, se constituirá paulatinamente un esquema de transferencias presupuestarias a las provincias para el desarrollo humano conformado por transferencias presupuestarias actuales y futuras de la Administración Nacional, tanto con las que hoy tienen asignación específica de impuestos como sin ella, que se ejecutan a nivel provincial. 
En quinto lugar, en cuanto a los actuales regímenes de promoción industrial y no industrial, se propone su derogación y la interrupción de la extensión de los beneficios que otorgan. 
En la eventualidad en que dichos regímenes se mantengan o se disponga la creación de nuevos con afectación de la masa coparticipable, se propone incorporarlos dentro de las decisiones de distribución de los recursos, de manera de mostrar su costo fiscal, prever la modificación del sistema de distribución y lograr consenso de aquellos que resignan recursos. 
La razón de esta propuesta es que la suma total de los sistemas de promoción aprobados es de alrededor de 8500 millones de pesos, que se sustraen de los recursos de la masa coparticipada, lo cual recae proporcionalmente en la Nación y en cada una de las provincias de acuerdo a su coeficiente. 
La inequidad que esto genera es de por sí elocuente y surge de comparar los recursos totales per cápita recibidos por cada provincia, incorporando la incidencia del costo fiscal teórico (C.F.T.) de los Regímenes de Promoción Industrial y no Industrial.
Esta propuesta deja librada a la Nación para que, si quiere promover alguna actividad o zona, que lo haga mediante una herramienta explícita, como son los subsidios. Por otra parte, si las provincias, con sus propios recursos, deciden promocionar alguna actividad, lo podrán hacer con el método que consideren adecuado.
IV.II.III. Fondo de Desarrollo Humano
La propuesta de conformación del Fondo de Desarrollo Humano (FDH) prevé su integración con los actuales FONAVI, FEDEI, FET y Fondo Nacional de Incentivo Docente. Sin embargo, lo ideal es que progresivamente, todos los programas sociales cuya ejecución se realice mediante transferencias a las provincias sean incorporados al mismo. 
A diferencia de los recursos coparticipados, cuya disponibilidad es automática e incondicional para las provincias, los del FDH son presupuestarios nacionales como los de los actuales fondos y se transferirán a las provincias en forma no automática, es decir condicionado al cumplimiento de determinados principios que hacen al desarrollo humano sobre vivienda, educación, salud y asistencia social. Por ello los montos se establecerán sobre la necesidad per capita para cada rubro.
Su fundamento puede encontrarse en el precepto constitucional de dar “prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional”. Para ello, este fondo debe actuar en forma complementaria al nuevo régimen de coparticipación.
En general, la meta es mejorar la eficiencia en la asignación y el uso de los recursos para elevar la calidad de vida y las oportunidades de los sectores de mas bajos recursos hasta un cierto estándar nacional mínimo, que luego debería ir incrementándose progresivamente y en forma equitativa en todo el territorio.   
Este fondo además, debería favorecer una más adecuada priorización de los recursos, ya que promueve un tratamiento y decisión integral, permitiendo una visión más cercana de las ganancias y costos de oportunidad de cada reasignación. 
Las metas concretas del fondo son:
· Asegurar la provisión de los bienes públicos básicos en función de la demanda de los mismos y de alcanzar ciertos estándares mínimos. 
· Permitir que la asignación de recursos responda a las políticas y prioridades articuladas entre la Nación y las provincias.      
· Favorecer la cooperación entre los distintos niveles de gobierno y la especialización de cada uno de ellos.
· Establecer reglas y mecanismos de asignación y control que aseguren el cumplimento de las políticas.
· Crear adecuados incentivos para que las provincias destinatarias aporten esfuerzo presupuestario y administrativo a los programas y actividades. 
a) Principios y Criterios del Fondo
· Subsidiariedad: La actividad del Estado Nacional debe ser subsidiaria, no sustitutiva de la del estado provincial que recibe los recursos. Esto implica establecer mecanismos y controles que aseguren que:
a) Los fondos se destinen a la producción de los bienes y servicios públicos para los que fueron asignados y se atienda a la población objetivo definida.
b) Las provincias que adhieran a los programas, participen y eventualmente comprometan recursos financieros y humanos.
c) Los distintos niveles de gobierno actúen en forma coordinada en la planificación y financiación de los programas, para asegurar una provisión eficiente y efectiva, reduciendo la duplicación.
· Redistribución Personal: Teniendo en cuenta el objetivo del fondo, el criterio de distribución debe ser per cápita. Debe haber un razonable acceso a los bienes públicos básicos para toda la población y similares oportunidades de recibirlos, independientemente de su residencia.    
· Descentralización: Los órganos provinciales deben ser los encargados de la administración de los fondos transferidos, de acuerdo con los estándares y condicionalidades que se establezcan. El Gobierno Nacional deberá reservarse la potestad de control.
· Economía, eficiencia y efectividad: Los programas sociales deben ser económicos, sustentables y diseñados para lograr resultados medibles y acordes con las metas. Los beneficios a largo plazo de la focalización, prevención e intervención temprana deben ser tenidos en cuenta en el diseño de los programa.
b) Funcionamiento del Fondo
El fondo se integrará con los recursos antes mencionados para ser aplicado por las provincias a programas de salud, educación y vivienda, de acuerdo a sus necesidades relativas en cada área.
Como criterio de distribución se utilizará la población, es decir, cada provincia recibirá una suma fija per cápita. La asignación y transferencia de los recursos, estará sujeta al cumplimiento por parte de la provincia, de las metas y condicionalidades que se establezcan, en general y para cada área.
La norma que instrumente el funcionamiento del fondo debería contener cláusulas que contemplen los siguientes temas:
· Cada provincia debe adherir a los principios y reglas de funcionamiento del fondo para poder recibir las transferencias. 
· Los recursos del fondo serán asignados anualmente con motivo de la aprobación de la ley de presupuesto, y serán distribuidos sobre una base per capita.
· Las provincias podrán asignar los fondos a las distintas necesidades dentro de las áreas mencionadas de acuerdo a sus prioridades, teniendo en cuenta la necesidad relativa de cada bien público. 
· Las transferencias deben ser condicionadas. El desembolso de las futuras transferencias debería estar sujeto a que haya sido verificado mejoramiento de estándares sociales o el cumplimiento regular de metas físicas, aportes y compromisos provinciales, requisitos de elegibilidad de los beneficiarios y las demás condiciones establecidas en la normativa.
· Debe permitirse la reasignación dentro del fondo, de los recursos de aquellas provincias que no hayan cumplido con las condicionalidades. 
La Nación deberá instrumentar un sistema de control, acorde con los condicionamientos que se establezcan. Dicho control debe estar orientado al cumplimiento de las metas.
IV.III. Propuesta sobre la Distribución Secundaria
Con el objeto de lograr mayor correspondencia fiscal y eficiencia en la recaudación, el sistema debe tender a la descentralización, en forma paulatina, de ciertos impuestos que recauda la Nación, de manera que las provincias y la Ciudad de Buenos Aires financien con recursos propios la mayor parte de sus gastos. De este modo se logra revertir el desequilibrio fiscal vertical existente.
Hasta alcanzar dicho nivel óptimo e ideal la Nación debería coparticipar los recursos que recauda en función de parámetros que midan el esfuerzo recaudatorio, la equidad, la solidaridad y el logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades.
Para ello deberán respetarse los siguientes criterios de distribución:
a) Devolutivo: Una porción de la masa deberá distribuirse en función de los recursos que cada provincia contribuye a generar. Dicha distribución se podrá efectuar utilizando como indicador el Producto Bruto Geográfico, o el consumo provincial. Este último criterio se apoya en la incidencia que tienen los impuestos al consumo en la estructura tributaria de nuestro país. Estas transferencias permitirán dar cumplimiento al mandato constitucional de que en la distribución de los recursos se deben contemplar criterios objetivos de reparto.
b) Igualación: Otra porción de recursos debe distribuirse a través de las denominadas transferencias de igualación al estilo canadiense. Estas equiparan los recursos tributarios potenciales propios per capita para cada jurisdicción. Las transferencias de igualación per cápita para cada provincia se calculan como la diferencia entre las recaudaciones potenciales propias per cápita de cada provincia y la recaudación per cápita total a nivel nacional. Cabe aclarar que para las provincias con recaudación potencial alta, el cálculo de esta transferencia puede resultar en signo negativo, en cuyo caso no reciben transferencias de igualación. Estas transferencias permiten cumplir con el mandato constitucional de equidad, solidaridad y de logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.
c) Equiparación territorial: Las transferencias de equiparación territorial distribuirán una porción de la masa, considerando aspectos vinculados con la cuantía de recursos necesarios para proporcionar cierto nivel de bienes y servicios públicos, las necesidades de gasto y las diferencias en los costos de provisión de dichos bienes y servicios. Para su cálculo se deberá considerar la población de cada jurisdicción, como un indicador de la demanda de bienes y servicios públicos y se la deberá ajustar por el índice de población con necesidades básicas insatisfechas y un índice de densidad. 
Estas transferencias serán, inicialmente y debido a la sistematización de la información para su estimación, mas importantes que las transferencias de igualación. Sin embargo, deberá preverse un mecanismo que permita, en la dinámica, incrementar la participación de las transferencias de igualación en la medida que la información disponible permita incorporar una masa creciente de recursos tributarios en su cálculo, hasta lograr la sustitución total de las transferencias de equiparación territorial.
d) Compensatorio: Finalmente otra parte de los recursos deberá distribuirse por intermedio de las transferencias compensatorias. Estas permitirán respetar la restricción de que ninguna provincia obtenga menos recursos que los recibidos al momento de aprobarse la nueva Ley de Coparticipación Nacional.

De acuerdo a lo establecido en la Constitución, la Ciudad de Buenos Aires debe incorporarse como un actor adicional del conjunto de provincias. Una alternativa, para ello, es asignándole un porcentaje fijo de la masa de recursos coparticipados, considerando lo que actualmente recibe en concepto de la ley 23.548 y el costo de los servicios de policía y de justicia que asumiría la Ciudad de concretarse la transferencia de dichos servicios desde la órbita Nacional.
IV.III.I. Propuesta sobre las transferencias de igualación
La devolución de potestades tributarias a las provincias genera el incentivo apropiado para incrementar la correspondencia fiscal y disminuir el desequilibrio fiscal vertical. De este modo, se asigna a la jurisdicción que ejecuta el gasto, la responsabilidad de recaudar los recursos necesarios para su financiamiento.
La igualación es la herramienta que permitirá equilibrar las bases tributarias de las provincias, garantizándoles un nivel mínimo de recursos por ciudadano, cumpliendo con los requisitos de eficiencia y equidad. Estas transferencias se calculan como la diferencia entre los recursos tributarios potenciales propios per capita de cada  provincia y la recaudación per cápita total a nivel nacional.
En efecto, podemos decir que las transferencias de igualación tienen como objetivo primordial garantizar la equidad fiscal con total eficiencia económica. Todas las provincias deberían poder acceder a un mismo nivel de ingresos de manera que puedan brindar servicios públicos comparables a tasas impositivas también razonablemente comparables, lo que constituye asimismo, la solución al problema del desequilibrio horizontal. 
La fórmula de igualación podrá aplicarse tanto a todos los ingresos provinciales existentes, como a los nuevos impuestos que se descentralicen.
Definiendo el “Ingreso Estándar Provincial” (IEP) como el resultado de aplicar la tasa impositiva promedio ponderada a la base imponible provincial, las provincias cuyo nivel de recursos potenciales per cápita sea inferior al IEP, recibirán la diferencia y las Provincias con recursos potenciales superiores mantendrán sus recursos intactos. 
Recapitulando, la igualación garantiza que los recursos provinciales existentes, más los que se sumen por descentralización, van a dejar a todas las Provincias con como mínimo el IEP de sus propios recursos. 
Los pasos para determinar la igualación son cuatro (4):
1) Determinar los impuestos elegibles para integrar la igualación: Al respecto no existe un criterio determinado, pudiendo incluirse desde la totalidad de los impuestos, tanto nacionales descentralizados o no, como provinciales, o solo algunos de ellos. Esto simplifica la aplicación de este principio, pues puede comenzarse por un impuesto y en forma paulatina ir agregando otros. Es decir que el cálculo se realiza para cada impuesto en cada provincia y las transferencias a cada jurisdicción son la suma de las transferencias de cada impuesto.
2) Calcular la capacidad fiscal asociada con esos impuestos para cada provincia: Deberían calcularse las tasas y bases impositivas para cada provincia, para lo cual resulta indispensable disponer de la información necesaria de cada una de ellas. Dado que dicha información en la actualidad no se encuentra disponible para todos los impuestos, la Nación debería acordar entre con las Provincias, los mecanismos que permitan recabarla con el mayor grado de certeza posible. Sin embargo, existen indicadores que permiten estimar la distribución provincial de dichas bases para el año inicial.
3) Definir los estándares de igualación con los que deben ser comparadas las capacidades fiscales: Al respecto podría utilizarse la recaudación promedio per cápita de todas las jurisdicciones o sólo algunas.
4) Calcular las obligaciones y pagos de igualación: Resulta necesario acotar las transferencias de igualación a efectos de evitar que ciclos económicos pronunciados alteren significativamente dichas transferencias. En virtud de ello se podría establecer como techo que la igualación no puede incrementarse en mayor medida que el incremento del PBI, ni reducirse, como piso, en más de un determinado porcentaje (5% o 10%) en relación con las de los años anteriores.
Estas transferencias constituyen un instrumento crítico para permitir la devolución de potestades fiscales, pues de no existir, las Provincias más pobres nunca podrían desarrollar un sistema impositivo propio.
Inicialmente, las transferencias de igualación abarcarán sólo dos impuestos provinciales, el impuesto inmobiliario y el impuesto automotor. Aunque en un comienzo estas transferencias no sean de una magnitud significativa, este mecanismo facilita la gradual descentralización de impuestos. En efecto, cada vez que se descentralice un impuesto se incorporará su base tributaria potencial a la fórmula de igualación y se corregirá la distribución primaria. 
En una segunda etapa, se realiza la distribución del remanente de la masa secundaria, es decir, todos aquellos recursos que no fueron distribuidos por las transferencias de igualación se distribuirán a través de los criterios devolutivo, de equiparación territorial y compensatorio.
El siguiente ejemplo ayudará a ilustrar el funcionamiento de estas transferencias con un impuesto al consumo provincial. Para ello escogimos un impuesto tipo IVA, es decir aquél que se pretende reemplace al Impuesto sobre los Ingresos Brutos.
Cuadro V-2
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En nuestro ejemplo existen cuatro provincias, dos de las cuales son ricas y dos pobres. De las dos ricas, una esta altamente poblada y la otra no.
La columna A corresponde a estas cuatro provincias llamadas 1,2,3 y 4.
La columna B corresponde a la base tributaria potencial de cada provincia (es decir neta de impuestos, sin exenciones y sin evasión).
La columna C corresponde a la alícuota del impuesto vigente en cada una de las provincias.
La columna D corresponde a la recaudación que se obtendría como consecuencia de aplicar a la recaudación potencial de cada provincia la alícuota del impuesto de cada provincia (BxC).
La columna E corresponde a la población existente en cada provincia.
En la columna F se obtiene la base provincial per capita de cada provincia que surge de dividir la base potencial de cada provincia por su población (B/E en el cuadro V-2). 
En la columna G se calcula la Base provincial Estándar per cápita (en nuestro ejemplo $13,86) que consiste en dividir la base tributaria potencial total con la población total (total de la columna B/total de la columna E).
En la columna H se obtiene la brecha per cápita que cada provincia tiene con la Base provincial Estándar (G-F).
En la columna I se obtiene la base provincial a igualar que consiste en multiplicar la brecha con el estándar que tiene cada provincia por la población existente en cada una de ellas (ExH). Aquéllas provincias que presentan bases per cápita superiores a la base potencial estándar no recibirán transferencias de igualación.
La columna J corresponde a la tasa impositiva promedio de todas las provincias. Esta surge de dividir el total de la recaudación de todas las provincias con el total de la base potencial de todas las provincias (Total de D/Total de B).
La columna K es la transferencia de igualación que le corresponde a cada una de las provincias. La misma surge de multiplicar la base provincial a igualar de cada una de las provincias con la tasa promedio de todas las provincias.(IxJ)
Puede apreciarse con claridad como la igualación es:
a) Equitativa, pues únicamente reciben transferencia por igualación las Provincias con un consumo per cápita inferior al medio.
b) Eficiente, desde el punto de vista económico, pues lo que busca igualarse es la base imponible. Por ende, el monto de la transferencia es independiente del nivel de  recaudación. En otras palabras, si la provincia efectúa los esfuerzos necesarios para aumentar la recaudación, reduciendo el nivel de evasión, seguirá recibiendo lo mismo del Estado Nacional.
c) Neutral, la decisión de donde producir y donde consumir no influirá en el monto de impuestos que la provincia recibirá de la Nación. 
Los siguientes son algunos principios que el sistema de transferencias de igualación debiera respetar: 
a) Debe ser abierto, en el sentido de que toda la información que se utilice debe estar disponible para todos los involucrados;
b) Debe ser objetivo, de modo que todos los que utilicen la información disponible arriben a los mismos resultados para las transferencias; y 
c) Debe ser flexible, de modo que los pagos a las provincias receptoras de igualación cambien a medida que se modifiquen las necesidades de ingresos de todas las provincias, expresadas como su voluntad por recaudar impuestos. Sin embargo, ninguna provincia individualmente debe poder influir sobre los montos que recibe. Estos principios requieren de la formalización y puesta en práctica de algún tipo de Institución Fiscal Federal, como la que establece la Constitución Nacional en su Disposición Transitoria sexta.
IV.IV. Propuesta sobre el reemplazo de los Impuestos sobre los Ingresos Brutos y de Sellos

Uno de los principales inconvenientes que siempre se encontraba al momento de proponer el reemplazo del Impuesto sobre los Ingresos Brutos por otro impuesto al consumo con base en el principio de destino, consistía en que las denominadas provincias productoras
 se verían perjudicadas por la pérdida de recaudación. Había pues que buscar algún mecanismo por medio del cual se pudiera atenuar dicho problema. La solución son las transferencias de igualación
Dada la ineficiencia económica que produce la aplicación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, se propone reemplazarlo por otro gravamen que garantice la neutralidad tributaria, la competitividad de la economía y que además no sea exportable en el costo de los bienes fabricados en nuestro país. Antes de describir el funcionamiento del impuesto que se propone para su reemplazo es importante exponer, aunque sea en forma resumida, las características sobresalientes del Impuesto sobre los Ingresos Brutos que motivan esta propuesta de sustitución. 
Este tributo se caracteriza por ser un gravamen indirecto al consumo, plurifásico y acumulativo, que presenta entre otras, las siguientes desventajas resaltadas por la doctrina:
a) Constituye un subsidio a los bienes importados, ya que al quedar alcanzado por el impuesto únicamente los bienes de producción nacional, éstos pierden competitividad con relación a los primeros, los que contarán con una ventaja adicional al transarse en el mercado interno.
b) Produce traslación acumulativa, también llamada efecto cascada o piramidación, con lo que la incidencia en el consumidor resulta una función del número de transacciones que el producto debe atravesar hasta la etapa final de consumo. La acumulación de tributos es un efecto no deseado desde el punto de vista económico: principalmente porque el impuesto pagado dependerá de la cantidad de etapas del ciclo productivo de cada bien. De esta manera tributarán una alícuota superior aquellos bienes cuyo ciclo productivo demande mayor número de etapas. La acumulación puede derivar en que dos bienes idénticos tributen una alícuota impositiva diferente de acuerdo al grado de integración de las empresas que lo han fabricado.
c) Dado que la incidencia sobre el precio final de los bienes dependerá del número de etapas por las que atraviesa el producto, favorece la integración vertical de los procesos productivos, manifestándose de esta manera la carencia de neutralidad de este impuesto.
d) Genera superrentas al integrar la base sobre la que se carga el margen de utilidad en cada etapa, de forma tal que, el monto de impuesto pagado por el consumidor difiere de lo efectivamente ingresado al fisco.
e) No se adecúa a los criterios internacionales de armonización fiscal en zonas de integración económica.
f) Implica la necesidad de controlar un gran número de contribuyentes, ya que los mismos quedan alcanzados sin contraposición de intereses (sistema débito crédito como el aplicado en el IVA). No facilita pues, el control cruzado.
g) Pero tal vez su principal defecto lo constituye el hecho que, por su efecto acumulativo, no permite conocer con precisión la incidencia del gravamen en el costo del producto al momento de la exportación, por lo cual las normas y acuerdos de comercio internacional no permiten su devolución. Esto contribuye a encarecer el costo de los productos argentinos exportados, poniéndolos en una situación desventajosa en los mercados internacionales, respecto de los bienes producidos en otros países que no exportan impuestos.
h) Ha contribuido a la creación de aduanas fiscales interiores, prohibidas por nuestra Constitución Nacional. En efecto, luego del Pacto Fiscal Federal la mayoría de las provincias comenzaron a cumplir el compromiso asumido en el mismo, disponiendo la exención de las actividades productivas en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Este beneficio se concede en la medida que el establecimiento provincial esté localizado en la propia jurisdicción, quedando gravados los productos vendidos por una fábrica o establecimiento situado fuera de ella. Esto no sólo le hace perder aún más neutralidad al gravamen, sino que el pago de este impuesto equivale a un verdadero derecho de importación, pues el impuesto debe pagarse sólo cuando el bien es fabricado fuera de la provincia y al ser vendido en la misma
. 














En virtud de lo expresado, resulta necesario sustituir el Impuesto sobre los Ingresos Brutos por otra forma de imposición al consumo que resulte más eficiente desde el punto de vista económico, que garantice la neutralidad tributaria y la competitividad de la economía y que tenga la capacidad de proveer a las jurisdicciones provinciales de la misma masa de recursos.


Por los efectos no deseados del impuesto sobre los ingresos brutos se propone la aplicación de un IVA Compartido entre la Nación y las provincias. Dicho impuesto debe su nombre al hecho que tiene dos alícuotas: una para el Estado Federal y otra (que sustituiría a ingresos brutos) para las provincias. Es decir, a la tasa del IVA Nacional, sobre la misma base, se le agrega otra a ser recaudada por las provincias. Asimismo y dado que el IVA Compartido reduciría la evasión como consecuencia del mayor y mejor control que permite, a título de ejemplo, la alícuota del IVA Nacional y provincial podrían ser del 19% y 4% respectivamente:
Precio neto

                  100
IVA Federal (19%)       19
IVA Provincial (4%)
      4
Total


                           123

A su vez el adquirente contará con dos créditos fiscales y deberá realizar otras tantas liquidaciones, una al Estado Nacional y otra al provincial donde reside. Se adjunta a la presente propuesta, como Anexo V, un ejemplo numérico del funcionamiento del IVA Compartido.

Las principales ventajas de este gravamen son las siguientes:
a) Se trata de un impuesto neutral.
b) Desde el punto de vista del contribuyente es de fácil liquidación, dado que el mecanismo de sustracción de débitos contra créditos es el mismo del IVA federal vigente en la actualidad.
c) Facilita la tarea de las administraciones fiscales dado el control cruzado que existe entre sujetos obligados y fomenta la realización de tareas conjuntas entre dichas administraciones con la consecuente reducción de costos operativos e incremento en la eficacia recaudadora.
d) En relación al comercio internacional permite conocer con precisión la incidencia del gravamen en el costo del producto al momento de la exportación, por lo que podrá ser devuelto por las provincias en concordancia con las normas del Acuerdo General de Tarifas y Comercio (GATT).
e) Aplica el principio de destino, más adecuado para un impuesto al consumo que el de origen, propio de una imposición a la producción. Pese a ello:
· No requiere compensación o clearing de créditos entre las distintas administraciones, y
· Se aplicará desde la primera etapa del ciclo productivo lo cual permite anticipar la recaudación.
f) Permitirá alcanzar un mayor nivel de Federalismo Fiscal en la Nación. En primer lugar, porque serán las propias provincias las que establecerán el objeto, los sujetos, el hecho imponible y el nivel de las alícuotas de su porción de impuesto. En segundo lugar, porque facilita la descentralización paulatina de la recaudación tributaria, aumentando el nivel de autonomía tributaria de las provincias.
g) Es importante recalcar que la magnitud del posible saldo a favor en el impuesto provincial del IVA Compartido, si lo hubiera, no es significativa con relación a la acumulación que produce un impuesto tipo ingresos brutos.
Por último y con el objeto de evitar la migración de base imponible sería conveniente que la base tributaria que posean en el IVA Provincial las distintas jurisdicciones sean similares. Asimismo, para facilitar y simplificar la administración del IVA Provincial y el IVA Nacional también las exenciones en ambos impuestos deberían ser similares. 
Por su parte, el Impuesto de Sellos, recae sobre los actos, contratos u operaciones de carácter oneroso que se realizan en un determinado territorio, o fuera de él, pero en la medida en que los efectos de dichos actos, contratos u operaciones se cumplan en dicho territorio.
Desde un punto de vista económico, el principal defecto de este impuesto lo constituye el hecho que, al igual que sucede con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, al incidir directa o indirectamente en el costo de los procesos productivos, no solo produce los no deseados efectos acumulativos, sino que además no permite conocer con precisión la incidencia del gravamen en el costo del producto al momento de ser exportado, por lo cual las normas y acuerdos de comercio internacional no permiten su devolución. Esto contribuye a encarecer el costo de los productos argentinos exportados lo que los pone en una situación desventajosa en los mercados internacionales respecto de los bienes producidos en otros países que no exporten impuestos. En este sentido el gravamen no se adecua a los criterios de armonización fiscal en zonas de integración económica.
Desde un punto de vista jurídico, cabe considerar que las distintas interpretaciones que las administraciones fiscales provinciales han efectuado respecto al carácter instrumental que deben revestir los actos, contratos u operaciones para la procedencia del gravamen, han causado un elevado nivel de inseguridad jurídica que atenta contra las inversiones productivas, ya sean de capital nacional o extranjero.
Por último cabe considerar que ese impuesto, al incidir en el costo de los procesos productivos, genera un importante efecto interjurisdiccional. Ello se debe a que mientras son las provincias productoras las que recaudan el gravamen, son fundamentalmente las provincias consumidoras las que lo pagan, lo que se encuentra en franca contraposición con el principio propuesto en el Capítulo IV.II. de asignación de impuestos provinciales de amplia base que contemplen el principio de residencia / destino.
En virtud de lo expuesto, al igual que respecto al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, resulta necesario sustituir el Impuesto de Sellos por otra forma de imposición al consumo que resulte más eficiente desde el punto de vista económico, que garantice la neutralidad tributaria y la competitividad de la economía y que tenga la capacidad de proveer a las jurisdicciones provinciales de la misma masa de recursos.
IV.V. Propuesta sobre la descentralización tributaria
Reiterando lo ya señalado en diversas oportunidades a lo largo del presente trabajo, el actual método de financiación de las provincias en la República Argentina no es satisfactorio, es complicado, nada trasparente e impide el control y la eficiencia.
También presenta un marcado desequilibrio vertical, que se traduce en una falta de corresponsabilidad fiscal. Este desequilibrio vertical resulta manifiesto en la relación existente entre los recursos propios recaudados por las provincias y sus recursos totales. En las estimaciones efectuadas para el año 1998, esta relación varía entre el 60,15% y el 7,20%, siendo el promedio simple nacional 30,05%.
La clave de una adecuada política fiscal federal reside en la estructura de los ingresos fiscales de los distintos niveles de gobierno. Si los gobiernos subnacionales son responsables de promover importantes actividades del sector público como salud y educación, una política sólida sugiere que ellas deberían poder percibir suficientes impuestos para alcanzar la demanda de esos servicios asegurándose que quienes los demanden sean los que pagan los impuestos que los financian. De este modo los contribuyentes locales podrán elegir el nivel y clase de servicio público que desean. 
La asignación de ingresos, comprende cuatro aspectos de la política tributaria nacional, además del nivel de gobierno que recibe el dinero: 
1) cuales son los impuestos que los gobiernos subnacionales pueden recaudar,
2) las bases de los impuestos subnacionales, 
3) las tasas de los impuestos subnacionales y 
4) la administración de los impuestos subnacionales. 
Resulta pues, que el sistema de coparticipación aplicado en la Argentina da como resultado provincias fiscalmente débiles, en el sentido que carecen de control sobre los cuatro puntos citados anteriormente y no poseen la habilidad para recaudar ingresos marginales
Para lograr una mejor correspondencia fiscal y eficiencia en la recaudación, debería transferirse a las provincias aquellas potestades recaudatorias en las que las mismas tengan un mayor conocimiento de la materia imponible.
En este sentido, los ingresos por impuestos que están estrechamente relacionados con los beneficios identificables, o gasto público, deberán adjudicarse al nivel de gobierno que incurre en el gasto. En ese caso, por ejemplo, los ingresos de impuestos sobre los combustibles para automóviles intentan reflejar los beneficios por el uso de los caminos y rutas y los ingresos de impuestos sobre las bebidas alcohólicas y productos tabacaleros deberán derivarse a los gobiernos que incurren en los gastos relacionados con la salud ocasionados por el consumo de  esos productos.

Para identificar los impuestos que son aptos para descentralizar, se debe tener en cuenta que los individuos son los principales destinatarios de los servicios públicos y que éstos son provistos de conformidad con el lugar de residencia o de consumo de dichos individuos.

En cambio, el impuesto a las ganancias de las personas físicas es progresivo por lo cual resulta una excelente herramienta para la redistribución de ingresos debiendo entonces reservarse para el nivel de gobierno capaz de aplicar políticas redistributivas, es decir el central.
En el mismo sentido, el impuesto a las ganancias de las personas jurídicas si bien puede ser utilizado como herramienta redistributiva, el principal motivo por el cual debe desecharse su utilización a nivel subnacional, es que por ser un impuesto basado en el principio de tributación en origen un tratamiento dispar entre jurisdicciones distorsionaría la localización de las actividades económicas, acentuando el desequilibrio fiscal horizontal. 

Por último si bien ciertos ingresos de los individuos podrían, en forma aislada, ser considerados adecuados para someter a tributación subnacional, en nuestro país ello no resultaría conveniente por el momento, dada la poca significatividad que dichos ingresos tienen sobre la recaudación tributaria total. Así es que mientras que, por ejemplo, en Australia, Canadá y Estados Unidos el impuesto a la renta de las personas físicas representa más del 40% del total de ingresos tributarios, en la Argentina no llega a representar el 10%. (Un mayor análisis de las estructuras tributarias de los países mencionados se desarrolla en el Anexo III “Comparación Internacional”).

En virtud de todo lo expuesto, tanto por su significatividad en la estructura de ingresos tributarios de nuestro país, aproximadamente el 76% de los recursos totales, como por su posibilidad para asociar con beneficios derivados del gasto público, los impuestos sobre el consumo son los más adecuados para descentralizar.
En una primera etapa el Impuesto al Valor Agregado es adecuado para transferir recursos a los gobiernos subnacionales, además de haberse seleccionado como el más apto para reemplazar el impuesto sobre los Ingresos Brutos y Sellos. Con relación a dicha transferencia, la misma debería efectuarse en etapas, aumentando paulatinamente los puntos porcentuales de la alícuota provincial en detrimento de la nacional y en proporción a los servicios transferidos.
Paralelamente, se pueden  descentralizar impuestos internos como el que grava los combustibles, ya que es fácilmente administrable por las provincias y además del cual se posee mayor información para el cálculo de la transferencia de igualación.
En una segunda etapa y en relación al Impuesto sobre los Bienes Personales, se podrían excluir de su base imponible los bienes registrables (inmuebles, automotores, embarcaciones, aeronaves, etc.), los que se encontrarían gravados a nivel provincial. Para ello debería convertirse el impuesto a los bienes personales en un impuesto sobre bienes reales. 
Para implementar la descentralización paulatina de impuestos, el gobierno central tendría que: 
a) reducir la tasa de los impuestos nacionales que serán transferidos a efectos de hacer un "piso" para las sobretasas provinciales, o directamente derogar en su totalidad los impuestos que se transfieran, 
b) calcular los ingresos que cada provincia recibiría por dichas transferencias, 
c) reducir las participaciones provinciales en la coparticipación por el monto calculado en el punto b) y 
d) permitirle a las provincias recaudar los impuestos elegidos con los niveles de tasas que ellas mismas establezcan para lograr una mayor autonomía fiscal.
Resulta necesario que la descentralización se efectúe, al principio en etapas, otorgando menos piso para los tributos transferidos, reduciendo la coparticipación en menor grado y requiriendo inicialmente que todas las sobretasas provinciales sean iguales.
Asimismo, la masa coparticipable se reduciría en un monto equivalente a los puntos porcentuales del  IVA que paulatinamente se vayan descentralizando. 
Dado que la Ciudad de Buenos Aires no participa de los criterios de distribución secundaria por recibir un porcentaje fijo, la descentralización de puntos porcentuales del IVA generaría un incremento de los recursos propios en dicha jurisdicción que tendría como contrapartida una disminución de la masa coparticipable. Esto implicaría una merma en los ingresos de todas las provincias. 
Para solucionar este problema, se propone descentralizar puntos porcentuales del IVA a favor de la Ciudad de Buenos Aires, haciéndose cargo la Nación de la disminución que en la masa coparticipable dicha descentralización genere. A cambio de ello la Nación transferiría a la Ciudad de Buenos Aires el gasto en seguridad y justicia correspondiente al que se efectúa en dicha jurisdicción.
IV.VI. Propuesta sobre el Organismo Fiscal Federal
Según lo prevé la Constitución la nueva arquitectura institucional de las relaciones fiscales y financieras entre la Nación y las provincias debe contemplar la existencia de una institución que fiscalice y mejore el funcionamiento del nuevo régimen. Esto abre la posibilidad de introducir una institución moderna concebida integralmente en sus funciones e instrumentos que permita hacer realidad la existencia de un sistema de relaciones financieras y fiscales intergubernamental dinámico y transparente, articulado al objetivo del desarrollo económico y social del país.
El nuevo Organismo Fiscal Federal (OFF) estará constituido por un Consejo Federal de Coordinación Económica y Fiscal, la Comisión de Análisis Técnico y el Tribunal de Asuntos Interfederales.
IV.VI.I. Consejo Federal de Coordinación Económica y Fiscal
Se propone la creación de un Consejo Federal de Coordinación Económica y Fiscal integrado por el ministro de economía de la Nación y los ministros de finanzas provinciales, los que podrán designar representantes, que tendrán la autoridad misma de los representados en instancias convocadas formalmente.

Serán funciones y/o injerencias de este Consejo:
a) Analizar el ejercicio de las competencias, servicios y funciones en los diferentes niveles de gobierno;
b) Analizar los niveles del gasto público en relación con las competencias, servicios y funciones de las jurisdicciones;
c) Analizar la correspondencia entre las competencias, servicios y funciones, con los recursos de las respectivas jurisdicciones;
d) Definir las acciones que propendan a la aprobación de presupuestos equilibrados en las respectivas jurisdicciones;
e) Intervenir con carácter consultivo en la elaboración de todo proyecto de legislación tributaria nacional referente a gravámenes coparticipados, y en particular en cualquier iniciativa que introduzca modificaciones a la ley de coparticipación federal de impuestos.
f) Analizar la utilización del crédito público, nivel de endeudamiento y programación de las amortizaciones;
g) Controlar y fiscalizar el proceso de transferencia de las Cajas Previsionales Provinciales;
h) Controlar y fiscalizar el funcionamiento del Régimen de Coparticipación Federal de Impuestos, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 75 de la Constitución Nacional.
i) Controlar la liquidación de las participaciones que corresponden a los fiscos adheridos a la ley de coparticipación federal, para lo cual, la Administración Federal de Ingresos Públicos, el Banco de la Nación Argentina, la Tesorería General de la Nación y cualquier organismo público nacional, provincial o municipal estarán obligados a suministrar directamente toda información y otorgar libre acceso a la documentación respectiva que la institución solicite.
j) Controlar el estricto cumplimiento de los respectivos fiscos de las obligaciones que contraen al aceptar este Régimen de Coparticipación.
k) Velar por la armonización de los procedimientos administrativos tributarios vigentes en cada jurisdicción.
l) Proponer las correcciones a efectuar en la distribución primaria y secundaria cada vez que se produzcan modificaciones en la asignación interjurisdiccional de funciones, responsabilidades y potestades tributarias.
m) Decidir sobre las diferencias que se puedan producir en la distribución primaria y secundaria y/o acerca de las funciones, responsabilidades y potestades tributarias de todos las partes representadas en el Consejo.
n) Intervenir de oficio en los aspectos referidos a la armonización tributaria.
o) Las demás funciones que sean razonablemente indispensables para la concreción de las atribuciones mencionadas, en orden a la finalidad principal de fortalecer el federalismo.
El Consejo contará con dos sistemas de votación, uno de ellos será proporcional y otro uninominal o de votación simple. En el sistema de voto proporcional cada jurisdicción tendrá un voto cuya importancia será igual a la importancia de los recursos que aporta a la masa (equivalente a su coeficiente de distribución en la transferencia devolutiva) y será utilizado en los siguientes asuntos:
a) en aquellos que afecten la distribución primaria, como transferencias de funciones y responsabilidades de gastos y de recaudación de tributos;
b) en aquellos que afecten los prorrateadores de la distribución secundaria;
El Presidente del Consejo (la Nación) tendrá un voto en la votación simple o uninominal y derecho a veto en lo referido a las decisiones contempladas anteriormente. Para todos los casos que no se especifiquen el sistema de votación será el uninominal.
IV.VI.II. Comité Técnico
El Comité estará presidido por siete especialistas en finanzas públicas, economía o derecho fiscal elegidos por concurso público con oposición de intereses. Los miembros del Comité Técnico tendrán una duración en su cargo de 6 años y sólo podrán ser removidos por el Consejo en caso de incumplimiento de sus funciones. En el reglamento interno del Organismo Fiscal Federal deberán contemplarse los recursos económicos y humanos necesarios para que el Comité Técnico cumpla con las funciones y facultades impuestas en la presente ley.
Las funciones específicas del Comité Técnico del Organismo Fiscal Federal serán las siguientes:
a) Actualizar periódicamente los coeficientes de distribución secundaria de las transferencias establecidas en la ley. Para ello deberá utilizar la información oficial generada por los organismos nacionales responsables.
b) Implementar un sistema de información transparente y de libre acceso que les permita a la Nación, las provincias y la Ciudad de Buenos Aires conocer la distribución efectiva de los recursos de esta ley y los procedimientos seguidos para el cálculo de lo atribuido a cada jurisdicción.
c) Implementar, actualizar y perfeccionar un sistema de información que permita un seguimiento de la situación fiscal y financiera de cada una y del conjunto de provincias, instrumentando además los medios para que dicha información sea disponible por cualquier persona física o jurídica interesada en la misma. 
d) Elaborar y publicar periódicamente informes y estadísticas referidas a la situación económica, fiscal y financiera de las jurisdicciones que intervienen en la ley de coparticipación federal.
e) Estimar la función de costos de prestación de los servicios públicos esenciales en el ámbito de las jurisdicciones locales.
f) Proponer al Consejo recomendaciones de política tendientes a perfeccionar el esquema de relaciones fiscales y financieras entre el Estado Nacional, las provincias y los municipios.
g) Todo lo que sea solicitado por los representantes de la Nación y las provincias incluida la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según lo determine el reglamento interno de la Institución. 
h) Todo aquello que surja como iniciativa del Comité según lo determinado en el reglamento interno del Consejo.
Debe preverse que este Comité debe ser independiente y que sus acciones no deban requerir de la aprobación del Consejo (p.e. en lo referido a la información), aunque al mismo tiempo actuará como organismo técnico del Consejo para todos aquellos temas que le demande.
Por lo tanto, deberán contemplarse los medios necesarios para que la elección de sus miembros así como sus funciones le permitan alcanzar la independencia, transparencia y objetividad requeridas.
IV.VI.III. Tribunal de Asuntos Interfederales
Estará compuesto por cinco jueces los que serán propuestos por las provincias y la Nación al Senado utilizando un mecanismo de impugnación similar al que funciona en  la Ciudad de Buenos Aires.
La especificidad de los asuntos contenciosos que hoy son juzgados y sentenciados en el ámbito de la CFI amerita la creación de un Tribunal Federal. Esto se justifica, en la especialidad del conocimiento que se precisa para la adecuada evaluación y resolución. de los problemas contenciosos que en el Organismo Fiscal Federal se dirimirán. A este Tribunal podrán recurrir las partes cuando se consideren perjudicadas y también funcionará como una instancia que permita apelar las decisiones del Consejo. Es decir que el Consejo es la primera instancia para resolver los diferendos que se susciten entre las partes tal como lo es hoy la Comisión Federal de Impuestos.
Las decisiones de este tribunal tendrán como instancia superior a la Corte Suprema de Justicia.
ANEXOS
ANEXO I. Antecedentes Legales
Hasta 1890 las relaciones entre la Nación y las provincias correspondían a la etapa de separación de fuentes. El Gobierno Nacional obtenía la mayor parte de sus recursos del cobro de impuestos al comercio exterior, recaudando otros tributos como autoridad local en la Capital Federal y Territorios Nacionales. Asimismo, utilizaba como fuente de financiamiento el endeudamiento externo.
Por su parte, las provincias financiaban sus gastos mediante impuestos propios, los que recaían por lo general sobre el patrimonio de las personas, como lo son los impuestos inmobiliarios y sobre la transmisión gratuita de bienes, no existiendo en esa época prácticamente transferencias o subsidios del Gobierno Nacional, por cuanto cada una de las jurisdicciones se ajustaba estrictamente a la restricción presupuestaria que su propia recaudación le imponía.
Una segunda etapa (1890-1935) ha sido denominada de concurrencia de fuentes. La creación de impuestos internos indirectos, gravando el consumo tanto las provincias como la Nación, lo que llevó a la existencia de un sistema de aplicación de diferentes alícuotas por diferentes jurisdicciones sobre idénticos bienes. 
La tercera etapa, o de Coparticipación Federal de Impuestos, vigente a partir de 1935, se inicia en ese año a partir de la unificación de diferentes impuestos internos, y otros que luego se irían incorporando hasta constituir un régimen global de Copartipación Federal, que se produjo con el dictado de la Ley Nº20.221 (B.O. 28/03/73), con vigencia a partir del 1º de enero de 1973. La vigencia de la Ley Nº20.221 expiró el 31 de diciembre de 1984, produciéndose durante el período comprendido entre 1985 y 1987 inclusive, un importante vacío legal que originó permanentes desinteligencias entre la Nación y las provincias.

El actual régimen se instituye mediante la Ley 23.548 del 7 de enero de 1988.
1) LEY 12.139 (BO-: 28-12-1934)
Unificación de impuestos internos.
Se unifican los impuestos internos al consumo de todas las provincias y se implementa un régimen de distribución de lo recaudado como contraprestación a la obligación de las provincias de derogar sus impuestos similares existentes a la sanción de la norma. 
2) LEY 12.143 (BO: 10-1-1935)
Impuesto a las ventas.
Se establece un impuesto a las ventas a partir del 1º de enero de 1935, de manera que incida sobre una sola de las etapas de la que es objeto la comercialización de cada mercadería. Este tributo se establece reestructurando el ya existente impuesto sobre las transacciones, creado por ley 11.587 y modificada por ley 11.680.
3) LEY 12.147 (BO: 9-1-1935)
Prórroga del impuesto a los réditos.
Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1944 el impuesto a los réditos establecido por ley 11.682. Se introduce en el régimen de este impuesto un régimen de distribución anual del producido que, hasta el 31 de diciembre de 1938, será similar al establecido en la ley 12.143, con relación al impuesto a las ventas. Asimismo, la ley también dispone que antes del 31 de diciembre de 1938 se establecerán las proporciones en que se efectuará la distribución en lo sucesivo.
4) LEY 12. 578 (BO: 10-11-1939)
Presupuesto General de Gastos para 1939.
Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1939 la forma y proporción en que participan la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y las provincias en los impuestos a los réditos y a las ventas, conforme a las disposiciones de las leyes 12.147 (incluida en el TO de la ley 11.682 por Decreto 112.578/37) y 12.143 respectivamente.
5) LEY 12.599 (BO: 5-10-1939)
Presupuesto General de Gastos para 1940.
Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1940 la forma y proporción en que participan la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y las provincias, en los impuestos a los réditos y a las ventas, conforme a las disposiciones de las leyes 12.147 y 12.143 respectivamente.
6) LEY 12.679 (BO: 14-8-1941)
Prórroga de la ley de presupuesto de 1941.
Se prorroga hasta tanto se sancione la Ley de Presupuesto General para 1941, la ley 12.599 de Presupuesto para el año 1940. De tal forma, se entiende nuevamente prorrogada transitoriamente, la forma y proporción en que participan la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y las provincias, en los impuestos a los réditos y ventas conforme a las disposiciones de las leyes 12.147 y 12.143 respectivamente.
7) LEY 12.778 (BO: 21-10-1942)
Presupuesto para el año 1942.
En su artículo 81 la ley dispone la prórroga hasta el 31 de diciembre de 1942, de la forma y proporción en que participan la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y las provincias en los impuestos a los réditos y a las ventas, conforme a las disposiciones de las leyes 12.147 y 12.143 respectivamente.
8) LEY 12.816 (BO: 28-10-1942)
Presupuesto General para el año 1943.
Establece la prórroga de la ley 12.778 de Presupuesto para el año 1942 hasta el 31 de diciembre de 1943. Respecto de la prórroga que establecía dicha ley en su artículo 81, la ley dispone que el Poder Ejecutivo modificará la fecha establecida en el mismo cuya vigencia mantiene para el año 1943.
9) DECRETO 18.229/43 (BO: 5-1-1944)
Modifica disposiciones de la ley 11.682 de impuesto a los réditos.
Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1953 la vigencia del impuesto a los réditos. Respecto de la distribución del producido del impuesto entre las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, establece que se continuará practicando de acuerdo con los artículos 35, 36, 37 y 38 de la ley 12.147 
10) DECRETO 5.892/44 (BO: 21-3-1944)
Prórroga de la distribución del impuesto a las ventas.
Se establece que la distribución del producido del impuesto sobre las ventas entre la Nación, la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y las provincias se continuará efectuando de acuerdo con las disposiciones de los artículos 14, 15 y 16 de la ley 12.143 (T.O. por Decreto 11.741/37).
11) DECRETO 14.342/46 (BO: 25-7-1946)
Creación del gravamen a los beneficios provenientes del mayor valor de las transacciones.
Se crea hasta el 31 de diciembre de 1955 un gravamen de emergencia a los beneficios obtenidos a partir del 1º de enero de 1946 provenientes del mayor valor de las transacciones de bienes y otros actos y actividades no comprendidas en las disposiciones de la ley de impuesto a los réditos. El producido de este impuesto se distribuirá anualmente entre la Nación, la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y las provincias en la misma forma que el impuesto a los réditos, siempre y cuando las provincias no apliquen gravámenes de características similares al que se crea.
12) LEY 12.956 (BO: 11-3-1947)
Distribución de impuestos nacionales.
Dispone a partir del 1º de enero de 1947 y hasta el año 1955 inclusive, la distribución primaria de la recaudación del impuesto a los réditos, a las ventas, a las ganancias eventuales y a los beneficios extraordinarios (creado, éste último, por Decreto 18.230/43; BO: 4-1-1944).
13) LEY 14.060 (BO: 8-10-1951)
Modificatoria de diversas leyes impositivas. 
Se establece un impuesto de carácter nacional, sustitutivo del gravamen provincial, a la transmisión gratuita de bienes. El producido de este impuesto se distribuye entre la Nación y las provincias sobre la base del principio de la radicación económica de los bienes objeto del tributo. Hasta tanto se reglamente este principio, la distribución se efectuará en proporción al promedio de las recaudaciones registradas en cada jurisdicción en concepto del impuesto sustituido durante los años 1949 y 1950.
14) LEY 14.390 (BO: 15-12-1954)
Régimen de unificación de impuestos internos.
Se establece a partir del 1º de enero de 1955 y por el término de diez años la distribución de la recaudación de todos los impuestos internos nacionales.
15) DECRETO LEY 3.675/55 (BO: 30-12-1955)
Prórroga de la vigencia de los impuestos a los réditos, a los beneficios extraordinarios y a las ganancias eventuales.
Se prorroga la vigencia de la ley 12.956 por el término de 1 año. Se establece el carácter definitivo de las participaciones en el producido de los impuestos a los réditos, a las ventas, a las ganancias eventuales y a los beneficios extraordinarios liquidadas durante la vigencia de la referida ley a las provincias existentes al tiempo de su sanción. 
16) DECRETO LEY 770/57 (BO: 29-1-1957)
Régimen de distribución del impuesto a los réditos, a las ventas, a las ganancias eventuales y a los beneficios extraordinarios.
Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1958 la vigencia de la ley 12.956. Se incorporan las recientemente creadas provincias de Formosa, Neuquén, Río Negro, Santa Cruz y Chubut.
17) LEY 14.788 (BO: 19-1-1959)
Coparticipación federal del producido de impuestos.
Establece, a partir del 1º de enero de 1959 y hasta el 31 de diciembre de 1963, la distribución de la recaudación de los impuestos a los réditos, a las ventas, a los beneficios extraordinarios y a las ganancias eventuales se distribuirá entre la Nación y las provincias.
18) LEY 16.453 (BO: 19-2-1964)
Prórroga del régimen de distribución de impuestos establecido por ley 14.788.
Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1964 la ley 14.788, estableciendo una distribución primaria del 60% para la Nación y del 40% para las provincias.
19) LEY 16.653 (BO: 31-12-1964)
Prórroga del régimen de distribución de impuestos internos establecido por ley 14.390.
Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1965 el régimen instituido por la ley 14.390.
20) LEY 16.877 (BO: 20-1-1966)
Prórroga del régimen de distribución de impuestos. 
Se prorrogan hasta el 31 de diciembre de 1966 los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
21) LEY 17.129 (BO: 31-1-1967)
Prórroga de los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788. 
Se prorrogan hasta el 31 de diciembre de 1967 los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
22) LEY 17.578 (BO: 5-1-1968)
Prórroga de los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788. 
Se prorrogan hasta el 31 de diciembre de 1968 los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
23) LEY 18.566 (BO: 4-2-1970)
Prórroga de los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
Se prorrogan hasta el 31 de diciembre de 1970 los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
24) LEY 18.873 (BO: 16-2-1971)
Prórroga de los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
Se prorrogan hasta el 31 de diciembre de 1971 los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
25) LEY 19.421 (BO: 13-1-1972)
Prórroga de los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
Se prorrogan hasta el 31 de diciembre de 1972 los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
26) LEY 20.042 (BO: 29-12-1972)
Prórroga de los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y 14.788.
Se prorrogan hasta el 31 de diciembre de 1974 los regímenes establecidos por las leyes 14.390 y la ley 14.788. Esta prórroga no tuvo vigencia efectiva debido a la sanción de la ley 20.221.
27) LEY 20.221 (BO: 28-3-1973)
Sistema de coparticipación de impuestos nacionales. 
Modificada por:
28) LEY 20.633 (BO: 31-12-1973)
Modificación de la ley 20.221.
Establece que la distribución dispuesta por la ley 20.221 se llevará a cabo sobre los siguientes impuestos: ganancias, premios a determinados juegos y concursos, a las tierras libres de mejoras, eventuales gravámenes nacionales de emergencia adicionales a los mismos, a la regularización patrimonial, al capital y al patrimonio neto, al parque automotor, a la posición neta de divisas, a las ventas, internos y adicional a los aceites lubricantes. La ley comenzará a regir a partir del 1º de enero de 1974 hasta el 31 de diciembre de 1983.
29) LEY 22.293 (BO: 6-4-1981)
Modificación al régimen de coparticipación.
Se suprimen las contribuciones sobre la nómina salarial a cargo de los empleadores. A partir del mes siguiente a la generalización del IVA (Ley 22.294), los importes requeridos para el cumplimiento de la supresión de las contribuciones patronales se deducirán del producido total de los impuestos coparticipados y sólo el remanente se distribuirá de acuerdo a la ley 20.221.
30) LEY 22.451 (BO: 9-4-1981)
Presupuesto General para 1981.
Se sustituye el artículo 8º de la ley 20.221, eliminándose la coparticipación impositiva recibida por la MCBA. A partir de entonces éste pasó a depender financieramente del Tesoro Nacional.
31) LEY 22.453 (BO: 6-4-1981)
Modificación al régimen de coparticipación.
Suprime la contribución patronal prevista en el régimen previsional de la MCBA. Del monto total recaudado por los gravámenes establecidos por la ley 20.221, se deducen a partir del 1º de noviembre 1980 los importes requeridos para el cumplimiento de la ley 22.293. A partir del 1º de febrero de 1981 se deducen las contribuciones a cargo del empleador establecidas en las respectivas leyes regulatorias de los Sistemas de Seguridad Social de las jurisdicciones provinciales y en la MCBA.
32) LEY 22.770 (BO: 15-4-1983)
Presupuesto General para 1983.
Por el artículo 32 de la ley se sustituye el artículo 8º de la ley 20.221 modificado por el artículo 37 de la ley 22.451, disponiendo que la Nación entregará de su parte a la MCBA una participación equivalente al 1,8% del monto recaudado a distribuir, y al Territorio Nacional de la Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur 0,2% del mismo monto.
33) LEY 23.030 (BO: 14-12-1983)
Prórroga de la vigencia de la ley 20.221 .
Dispone la prórroga de la vigencia de la ley 20.221 hasta el 31 de diciembre de 1984 inclusive.
34) LEY 23.081 (BO: 17-9-1984)
Contribuciones patronales en el régimen jubilatorio de trabajadores dependientes. 
El artículo 8º de la ley sustituye el primer párrafo del articulo 2º de la ley 20.221, disponiendo que del monto total recaudado por los gravámenes a que se refiere esta última, se deducirán los importes requeridos para el cumplimiento del articulo 2º de las leyes 22.293 y 22.453 y sus respectivas modificaciones.
35) DECRETO 569/85 (BO: 28-5-1985)
Transferencias a provincias.
Acreditación transitoria de importes que hubiesen correspondido a las provincias y a la MCBA de acuerdo con la ley 20.221.
36) DECRETO 910/85 (BO: 28-5-1985)
Transferencias a provincias.
Otorgamiento de anticipos a los gobiernos provinciales a cuenta de las respectivas participaciones en el producido de los impuestos nacionales sujetos a coparticipación.
37) LEY 23.410 (BO: 9-12-1986)
Presupuesto general para el ejercicio 1986.
El artículo 51 establece, para el ejercicio 1986, un monto de transferencias a los gobiernos provinciales que respeta lo acordado en el "Convenio Financiero Transitorio de Distribución de Recursos Federales a las provincias" del 13 de marzo de 1986. En el mensaje del PEN que acompaña el envío del proyecto de ese artículo al Congreso de la Nación se incorpora el texto del citado convenio. Allí se acuerda, hasta la sanción de un nuevo régimen de coparticipación federal de impuestos, un sistema financiero transitorio de distribución entre la Nación y las provincias de la recaudación de los impuestos nacionales a las ganancias, a los premios de sorteos y concursos deportivos, de los gravámenes de emergencia adicionales a los mismos, de los impuestos nacionales a la regularización impositiva, sobre los capitales y sobre el patrimonio neto, al valor agregado, internos y adicional a los aceites lubricantes, sobre la transferencia de títulos valores, sobre los beneficios eventuales, a los beneficios adicionales provenientes de inversiones de capital extranjero, a la actualización de valores de bienes de cambio, de emergencia a la producción agropecuaria, al revalúo de hacienda, sobre los débitos de entidades financieras (ley 22.947) y sobre las ventas, compras, cambio o permuta de divisas.
38) LEY 23.526 (BO: 5-8-1987)
Presupuesto general para el ejercicio 1987.
Establece un nivel de transferencias del gobierno nacional a las provincias que se basa, de acuerdo a lo expresado en el Mensaje del Poder Ejecutivo que acompaña al proyecto de esta ley, en la actualización del Convenio Financiero Transitorio firmado el 13 de marzo de 1986, referido en el comentario de la ley 23.410.
39) LEY 23.548 (BO: 26-1-1988)
Régimen transitorio de coparticipación federal de impuestos.
Ultima ley de Coparticipación Federal de Impuestos vigente en la actualidad, la misma establece que la masa de fondos a distribuir estará integrada, por el producido de todos los tributos recaudados por la Nación, excepto los derechos de importación y exportación, aquellos cuya distribución esté prevista o se prevea en otros sistemas o regímenes especiales de coparticipación, los tributos con asignación o afectación específica a propósitos o destinos determinados con duración transitoria, vigentes al momento de promulgación de la ley, con su estructura, plazo de vigencia y destino, etc., y los tributos cuyo producido se afecte a la realización de inversiones, servicios, obras y al fomento de actividades declaradas de interés nacional.
La distribución primaria se efectuó de la siguiente manera:
42,34% para la Nación, 54,66% para el conjunto de provincias adheridas, el 2% para el recupero del nivel relativo de Buenos Aires, Chubut, Neuquén y Santa Cruz, y el 1% para el fondo de Aportes del Tesoro Nacional a las provincias.
40) LEY 23.667 (BO: 12-6-1989)
Creación del impuesto a las ventas de productos agropecuarios.
Se crea un impuesto nacional de emergencia hasta el 31 de diciembre de 1990, que se aplicará sobre las ventas realizadas por los productores agropecuarios de determinados productos. Quedan exentas de este gravamen las ventas de semillas y las ventas de ganado de cualquier especie que no se realicen para su posterior faenamiento. La recaudación de este impuesto es coparticipada según ley 23.548.
41) DECRETO 560/89 (BO: 22-8-1989)
Creación del impuesto sobre los activos financieros. 
Se establece un gravamen por única vez sobre los activos financieros existentes al 
9 de julio de 1989. La recaudación de este impuesto es coparticipada según ley 23.548.
42) LEY 23.760 (BO: 18-12-1989)
Creación de varios impuestos y derogación de otros. 
Se crean los siguientes impuestos cuyo producido se coparticipa de acuerdo con la ley 23.548: impuesto sobre los activos; impuesto a los débitos en cuenta corriente de las entidades financieras; impuesto de emergencia a los automóviles rurales, yates y aeronaves; gravamen de emergencia por única vez sobre las utilidades de las entidades financieras y el gravamen sobre los servicios prestados por las entidades financieras.
Se derogan los siguientes impuestos, que se coparticipaban según el régimen de la ley 23.548: Impuesto a los beneficios eventuales; Impuesto a los capitales y el Impuesto al patrimonio neto.
43) DECRETO 173/90 (BO: 26-1-1990)
Derogación del impuesto a las ventas de productos agropecuarios.
A partir del momento de entrada en vigencia de la ley 23.765 (generalización del IVA), se deroga el impuesto nacional de emergencia sobre las ventas realizadas por los productores agropecuarios, que se coparticipaba según ley 23.548.
DECRETO 2.733/90 (BO: 7-1-1991)
Impuesto sobre los combustibles líquidos.
Se establece un impuesto sobre la transferencia a título oneroso o gratuito de los combustibles líquidos y otros derivados de hidrocarburos y gas natural.
Se derogan la ley 17.597 y sus modificaciones que creaban el impuesto a los combustibles líquidos derivados del petróleo. Desde 1988 la recaudación de este impuesto que excedía lo acreditado al Fondo de los Combustibles se coparticipaba de acuerdo con la ley 23.548.
44) DECRETO 191/91 (BO: 4-2-1991)
Desafectación de fondos.
A partir del 1º de enero de 1991 y hasta el 31 de diciembre de ese año se desafecta hasta un 50% de la distribución del Fondo Nacional para Infraestructura y del Fondo Provincial para Infraestructura establecida por Decreto 2.733/90. Dichos recursos serán girados a Rentas Generales.
45) LEY 23.905 (BO: 18-2-1991)
Modificación de diversos impuestos.
Se crea un impuesto a aplicar sobre las transferencias de dominio a título oneroso de inmuebles que realicen las personas físicas y sucesiones indivisas. Se distribuye según el régimen de la ley 23.548.
Se modifica el impuesto a la venta, compra, cambio o permuta de divisas estableciéndose que el impuesto se aplicará sobre el precio de la operación en moneda argentina neto de las comisiones y gastos facturados por las entidades autorizadas, siempre que dichos rubros fueran facturados y contabilizados por separado.
46) LEY 23.906 (BO: 18-4-1991)
Financiamiento de la Educación.
Se establece un régimen de afectación específica de recursos destinados al financiamiento adicional de la finalidad cultura y educación, ciencia y técnica.
47) LEY 23.966 (BO: 20-8-1991)
Financiamiento de la Previsión Social. 
Se crea un impuesto que recaerá sobre los bienes personales no incorporados al proceso económico existentes al 31 de diciembre de cada año, situados en el país y en el exterior. El impuesto se establece con carácter de emergencia por 9 períodos fiscales a partir del 31 de diciembre de 1991, inclusive.
Se establece un impuesto sobre la transferencia a título oneroso o gratuito de los productos incluidos en este régimen.
Se modifica el destino de la recaudación del impuesto al valor agregado y del impuesto sobre los combustibles (Obras de infraestructura, Vialidad provincial y Fondo especial de desarrollo eléctrico del interior).
48) DECRETO 2.284/91 (BO: 1-11-1991)
Desregulación económica.
Se dejan sin efecto los siguientes impuestos: a la transferencia de títulos valores creado por ley 21.280 y sus modificatorias; adicional a la transferencia de títulos valores creado por la ley 23.562 y sus modificatorias, y el impuesto sobre las ventas, compras, cambio o permuta de divisas establecido por la ley 18.562 (TO 1987) y sus modificatorias.
49) LEY 24.049 (BO: 7-1-1992)
Transferencia de servicios.
Facúltase al PEN a transferir a partir del 1º de enero de 1992, a las provincias y a la MCBA diversos servicios educativos, Hospitales e Institutos Nacionales, Políticas Sociales Comunitarias y Programa Social Nutricional. Con independencia de los costos de los servicios transferidos, la Nación le garantiza a las provincias un nivel mínimo de recursos coparticipados equivalente al promedio mensual actualizado del período abril-diciembre de 1991.
50) DECRETO 171/92 (BO: 27-1-1992)
Disolución del INdeR.
Se declara disuelto el Instituto Nacional de Reaseguros Sociedad del Estado (INdeR) a partir del 31 de marzo de 1992, y se crea el Fondo para el Financiamiento de Pasivos del INdeR con lo recaudado por los impuestos internos sobre la prima de seguros (artículos 65 y 66 del Capítulo IV del Título II de la Ley de Impuestos Internos -TO 1979), a efectos exclusivamente de cubrir los compromisos derivados de su operatoria. Una vez cumplidos los objetivos de su creación, se propiciará la derogación del impuesto interno con esta afectación. El remanente que pudiere resultar de la liquidación del fondo se coparticipará de acuerdo con la Ley 23.548.
51) LEY 24.065 (B.O. 03/01/92)
Fondo Nacional de la Energía Eléctrica.
Se modifica el destino de la recaudación del Fondo Nacional de la Energía Eléctrica.
52) LEY 24.073 (BO: 13-4-1992)
Modificación de varios impuestos.
Se crea un impuesto especial sobre la exteriorización de tenencia de moneda extranjera, divisas y demás bienes en el exterior, y de moneda extranjera en el país, en cabeza de personas físicas, sucesiones indivisas y sociedades, inscriptas o no, comprendiendo los períodos fiscales no prescritos al 13 de abril de 1992 y finalizados al 1º de abril de 1991. El producido del gravamen se coparticipará de acuerdo al régimen de la Ley 23.548.
Se modifica a partir del 13 de abril de 1992, el destino de la recaudación del impuesto a las ganancias.
Se deroga a partir del 1º de julio de 1992 el gravamen sobre los servicios financieros creado por el artículo 58 Título VII de la ley 23.760, cuya recaudación se coparticipaba de acuerdo con la ley 23.548.
53) DECRETO 1.076/92 (BO: 2-7-1992)
Impuestos sobre los débitos.
Se deroga, a partir del 1º de julio de 1992 inclusive, el impuesto sobre los Débitos en Cuenta Corriente y otras operatorias establecido en el título II de la ley 23.760 y sus modificaciones. El tributo se coparticipaba de acuerdo con la ley 23.548.
54) LEY 24.130  (BO: 22-9-1992)
Ratificación del Acuerdo entre el Gobierno Nacional y los gobiernos provinciales.
Se ratifica el "Acuerdo entre el Gobierno Nacional y los gobiernos provinciales" suscripto el 12 de agosto de 1992.
55) DECRETO 2.021/92 (BO: 4-11-1992)
Modificación del impuesto sobre los combustibles.
Se deroga, a partir del 1º de enero de 1993, el impuesto sobre Gas Natural distribuido por redes, para uso residencial, del comercio y los servicios.
56) DECRETO 937/93 (BO: 11-5-1993) 
Subsidio para productores de bienes de capital.
Se establece un subsidio por venta de bienes de capital nuevos y de producción nacional con vigencia para las ventas que se realicen entre el 12 de mayo de 1993 y el 31 de diciembre de 1994. Los sujetos titulares de empresas que realicen ventas de bienes de capital nuevos y de producción nacional destinados a inversiones en actividades económicas que se realicen en el país, recibirán un reintegro fiscal del quince por ciento (15%) sobre el precio de venta de los mencionados bienes. El reintegro se liquidará dentro de los 30 días corridos posteriores al de la fecha de presentación de la solicitud, tomados de la recaudación diaria de impuestos nacionales coparticipados.
57) DECRETO 1.684/93 (BO: 17-8-1993)
Derogación del impuesto a los activos.
Se deroga el impuesto a los activos, para los ejercicios que cierren a partir del 30 de junio de 1995, inclusive. El Poder Ejecutivo Nacional podrá anticipar la vigencia de la misma.
58) DECRETO 1.802/93 (BO: 30-8-1993)
Adelanto de la derogación del impuesto a los activos.
Se dispone la derogación del impuesto a los activos a partir del 1º de septiembre de 1993 para los sectores agropecuario, industrial, minero y de la construcción y respecto de los bienes utilizados económicamente en la Capital Federal y en los estados provinciales que al 30 de agosto de 1993 hayan adherido al Pacto Federal del 12 de agosto de 1993. Respecto de los estados provinciales que en el futuro adhieran al pacto, la derogación regirá a partir del día 1º inclusive del mes siguiente a aquel en que se formalice la adhesión o para los ejercicios que cierren a partir del 30 de junio de 1995 inclusive si esta fecha fuere anterior.
59) DECRETO 1.807/93 (BO: 2-9-1993)
Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento.
Dispone la instrumentación del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento.
60) LEY 24.464(B.O. 04/04/95)
Fondo Nacional de la Vivienda.

Se crea el Sistema Federal de la Vivienda integrado por el Fondo Nacional de la Vivienda, los organismos provinciales y de la ex-Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires responsables de la aplicación de la Ley y el Consejo Nacional de la Vivienda. Se establece su integración y distribución.
61) LEY 24.468 (BO: 23-03-1995)
Emergencia económica.
La Nación se obliga a efectuar un aporte no reintegrable por un valor de $1.200.000.000 durante 18 meses a partir de la vigencia de la ley (24/3/95), para contribuir a financiar la reforma de los estados provinciales, de la MCBA, de la Banca Provincial y del Banco de la Ciudad de Buenos Aires. Al cumplir sus objetivos dichos recursos se distribuirán entre las provincias en la proporción que le corresponde en el régimen de coparticipación federal.
Se crea un fondo especial para atender el equilibrio fiscal, que será constituido por un adicional con asignación específica de tres puntos sobre la alícuota del impuesto al valor agregado, que regirá por el término de un año, hasta el 31 de marzo de 1996. Este fondo será administrado por el Tesoro Nacional.
Se prorroga hasta el 1º de abril de 1996 el plazo para el cumplimiento de las cláusulas del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento relacionadas exclusivamente con la materia tributaria cuyo vencimiento hubiera operado u operase con anterioridad a dicha fecha y que estuvieren pendientes de implementación.
62) LEY 24.621 (BO: 9-1-1996)
Prórroga del impuesto a las ganancias.
Se modifica a partir del 1º de enero de 1996 la distribución del producido del impuesto a las ganancias.
63) DECRETO 304/96 (BO: 1-4-1996)
Convocatoria para la discusión de la Ley de Coparticipación.
En cumplimiento del artículo 3º de la ley 24.621, el Poder Ejecutivo Nacional convoca a los gobernadores en la sede del Honorable Senado de la Nación para iniciar la discusión y la confección del proyecto de Ley de Coparticipación Federal de Impuestos.
64) LEY 24.699(B.O. 27/09/96)
Pacto Federal. Impuesto a las Ganancias.
Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1998 el plazo para el cumplimiento de las cláusulas del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento del 12 de agosto de 1993.
Se modifica el destino de la recaudación del impuesto a las ganancias.
65) LEY 24.764(B.O. 02/01/97)
Destino del producido del impuesto interno sobre los seguros.
Se establece que el producido del impuesto establecido en los artículos 65 y 66 del Capítulo IV del Título II de la ley de impuestos internos (seguros) ingresará al Tesoro Nacional.
66) LEY 24.977(B.O. 06/07/98)
Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes.
Se crea el Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes y se dispone que el 30% de la recaudación de dicho Régimen se destinará a las provincias de conformidad con la distribución secundaria prevista en la ley 23.548 y modificatorias.
67) LEY 25.082 B.O. (20/01/99)
Impuesto sobre los intereses pagados y el costo financiero del endeudamiento e Impuesto a la ganancia mínima presunta.
Se establece que el producido del Impuesto sobre los intereses pagados y el costo financiero del endeudamiento y del Impuesto a la ganancia mínima presunta, se distribuirá conforme a lo establecido en la Ley 23.548 y sus modificatorias.
68) LEY 25.085 B.O. (04/05/99)
Afectación de un porcentaje del producido del Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes.
Se dispone la afectación de un 2,5% de la recaudación del Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes con destino a atender las erogaciones resultantes de su administración.
ANEXO II. Transferencias Presupuestarias a Provincias y Municipios
El siguiente cuadro muestra gastos en las áreas de educación, salud, seguridad social, bienestar social, vivienda, infraestructura y energía, que con fondos del presupuesto nacional, se ejecutan en las provincias. 
Total de transferencias presupuestarias a Provincias y Municipios para fines sociales
Año 1998 – Devengado en miles de $
	Transferencias a partir de Recursos de Asignación Específica
	Monto

	ANSeS Transferencias de impuestos a las provincias
	          169.967,1 

	Obligaciones a Cargo del Tesoro
	

	Infraestructura Básica Social (Sin Provincia de Bs.As.)
	          586.799,8 

	Infraestructura Básica Social (A Provincia de Buenos Aires)
	          650.000,0 

	Desarrollo Educativo
	              7.427,7 

	Secretaría de Desarrollo Social FONAVI
	          896.640,4 

	Subtotal de Transferencias con Asignación Específica
	      2.310.835,0 

	Secretaría de Desarrollo Social
	

	Atención del Estado de Emergencia por inundaciones
	18.400,3 

	Acc. Partic. de Inv. y des. del sist. de inf. Social
	17.075,5 

	Mejoramiento de Asentamientos Humanos
	15.856,5 

	Asistencia nutricional alimentaria (PRANI)
	10.324,0 

	Apoyo solidario a los mayores (ASOMA)
	9.880,4 

	Desarrollo de inversiones. en áreas de alta vulnerabilidad social
	9.843,4 

	Programa de Promoción del Desarrollo Local
	4.499,2 

	Atención a pers. e inst. en situación de riesgo o emergencia
	3.817,3 

	Atención a poblaciones indígenas
	2.380,0 

	Atención a grupos prioritarios
	2.242,0 

	Transferencias varias
	467,2 

	Ministerio de Cultura y Educación
	

	Contribuciones a Academias Nacionales e Institutos Terciarios
	213.857,6 

	Infraestructura y Equipamiento Escolar
	190.008,6 

	Acciones Compensatorias en Educación
	104.471,7 

	Reforma institucional de las provincias y GCBA
	42.669,7 

	Formación, Perfeccionamiento y Actualización Docente
	22.203,5 

	Evaluación de calidad educativa
	1.850,0 

	Innovación y Desarrollo de la formación tecnológica
	1.080,0 

	Ministerio de Salud y Acción Social
	

	Transf. al Htal. Posadas, Cna. M. de Oca e Inst. de Rehab.
	48.210,0 

	Contribución al Funcionamiento del Hospital Garrahan
	42.973,8 

	Aten. De la Madre y el Niño - Plan Nac. en favor de la M y el N
	33.581,9 

	Aten. De la Madre y el Niño - PROMIN – BIRF 3643/AR
	20.895,4 

	Prevención y Control de Enfermedades y Riesgos Específicos
	7.598,2 

	Reforma del Sector Salud (BIRF 3931/AR y 4004/AR)
	3.140,0 

	Aten. De la Madre y el Niño - PROMIN II  - BIRF 4164/AR
	2.000,0 

	Apoyo al desarrollo de la atención médica
	30,0 

	Obligaciones a Cargo del Tesoro
	

	Asistencia Social a la Patagonia - Subsidio Gas Patagónico
	82.500,0 

	Asistencia Financiera a municipios: Vivienda y Urbanismo
	5.155,0 

	Otras Jurisdicciones
	18.450,6 

	Subtotal otras transferencias
	 935.461,9 

	Total de Transferencias con Fines Sociales
	3.246.297,0 


ANEXO III. Comparación Internacional
Habiendo analizado la situación actual de las relaciones fiscales entre la Nación y las provincias en la República Argentina, resulta útil ahora, describir las relaciones existentes entre los gobiernos federales y estaduales de otros países del mundo. En dicho sentido, cabe destacar que aquellos países que presentan una organización federal de gobierno, han tenido en los últimos años intensos debates acerca de la relación fiscal entre el gobierno federal y los gobiernos subnacionales. Estos debates giran en torno a dos aspectos: las potestades tributarias entre ambos niveles de gobierno y el esquema de transferencias utilizado para cubrir el desequilibrio fiscal vertical y reducir las disparidades regionales.
Una amplia brecha entre los tributos recaudados y los gastos realizados por cada jurisdicción genera incentivos perversos en la política de ingresos de las provincias o estados subnacionales ya que los beneficios que pueden obtenerse de la relación financiera, vía transferencias, con el gobierno federal son mayores que los beneficios de un mayor esfuerzo en la obtención de recursos propios. En este sentido, hoy existe coincidencia a nivel internacional, acerca de las bondades de avanzar en una disminución de este desequilibrio fiscal vertical a través de una paulatina descentralización tributaria.
La participación de los gobiernos subnacionales en las principales bases tributarias nacionales, en concurrencia con el gobierno federal o a través de alícuotas suplementarias, ha permitido un amplio incremento de los ingresos locales y una mayor autonomía fiscal y financiera de dichos gobiernos subnacionales.
Para una mayor profundización del tema, se presentan brevemente, algunas características de los esquemas fiscales federales de Canadá, Australia, EE.UU y Brasil. 
Canadá
La federación canadiense presenta uno de los esquemas de relaciones fiscales federales más descentralizados del mundo. Los estados tienen bajo su responsabilidad la mayor parte del gasto público, contando, además, con una importante fuente de ingresos tributarios propios, a la cual se suman las transferencias del gobierno federal. Cabe destacar que, al igual que en el caso argentino, el nivel de las transferencias varía considerablemente entre los estados.
Los recursos propios de los estados surgen principalmente de fuentes tributarias compartidas con el gobierno federal. Mientras los estados más desarrollados comparten con el gobierno federal las bases tributarias del impuesto sobre los ingresos de las personas y de las corporaciones utilizando administraciones independientes, en los estados menos desarrollados se utiliza un sistema de alícuotas suplementarias. Los principales ingresos tributarios de los estados corresponden a los impuestos sobre los ingresos (55%), sobre las ventas (18%) y otros específicos a las ventas (10%).
Por otro lado, el sistema de transferencias de recursos se asienta, principalmente, en tres componentes: transferencias de igualación, financiamiento de determinados programas y el “Plan Social Canadá”. El componente más significativo ha sido el de igualación de las capacidades tributarias de los estados, tendiente a igualar las oportunidades de desarrollo de los habitantes.
Australia
En el caso Australiano, la Constitución otorga al gobierno central un pequeño número de facultades exclusivas. No obstante, la Commonwealth puede ejercer una serie de funciones concurrentemente con los estados y, en caso de conflicto, son sus leyes las que prevalecen. Esto, en la práctica, le otorga al gobierno federal un amplio poder debilitando las potestades de los gobiernos locales.
La potestad sobre los recursos tributarios más importantes recae sobre el gobierno central, el cual controla las cuatro fuentes más importantes de ingresos tributarios: el impuesto sobre la renta de las personas físicas y las sociedades, los derechos aduaneros, los impuestos específicos al consumo y sobre las ventas.
En cuanto a la asignación del gasto, los seis estados/territorios retienen la potestad legislativa sobre gran cantidad de funciones públicas: educación, salud, vivienda, desarrollo urbano, transporte, suministro de electricidad, gas y agua y otras. 
Los ingresos tributarios propios de los estados representan el treinta y ocho por ciento (38%) de sus ingresos totales. El impuesto más significativo en recaudación es el impuesto sobre la nómina salarial, el resto lo constituyen impuestos menores (a la propiedad, a los combustibles, a los automotores, etc.).
Como resultado de esta organización, surge un considerable desequilibrio vertical. Debido a ello, en Australia funcionan diferentes mecanismos de transferencia de recursos desde el gobierno central a los gobiernos subnacionales. Sin embargo resulta útil destacar que el Commonwealth condiciona las transferencias a los estados para garantizar estándares mínimos de prestación de algunos servicios públicos.
Estas transferencias se presentan en dos variantes: aquellas que no tienen asignación específica y aquellas que reciben los gobiernos subnacionales para fines específicos. Las principales categorías funcionales que se financian con los pagos para fines específicos son la educación, la salud y la vivienda. Algunas de estas transferencias se efectúan directamente a los estados y territorios para que sufraguen gastos por cuenta propia, mientras que otras se les efectúan en carácter de intermediarias para que transfieran los recursos a otras instituciones. Las transferencias para fines generales que reciben los gobiernos locales se pagan a cada estado/territorio sobre una base per capita uniforme.
Por último, las relaciones entre el gobierno federal y los gobiernos locales tienen un ámbito institucional permanente que es la Commonwealth Grants Commission. No obstante, como se señaló, los gobiernos locales no tienen gran autonomía. 
Estados Unidos
El sistema tributario federal en los Estados Unidos se caracteriza por la superposición de las potestades fiscales entre los distintos niveles de gobierno (federal, estatal o municipal). Una característica distintiva es que los estados retienen la soberanía sobre todas las bases imponibles que no hallan sido explícitamente otorgadas por la Constitución en forma exclusiva al gobierno federal.
Tanto la política, como la administración tributaria son descentralizadas, recayendo sobre cada nivel de gobierno la elección de las fuentes tributarias para su financiación y de sus propios organismos recaudadores. El sistema puede ser caracterizado como de legislación y administración tributaria independiente, lo que otorga a los estados provinciales una gran autonomía y flexibilidad. 
Sin embargo, hay quienes enfatizan que dicha falta de coordinación genera distorsiones económicas, duplicaciones administrativas, complejidad y confusión para los contribuyentes.
El sistema de transferencias de recursos del gobierno federal a los gobiernos estatales, se caracteriza por la inexistencia de transferencias con fines generales. El gobierno federal concede únicamente a los estados subvenciones específicas para garantizar niveles mínimos de provisión de servicios públicos. Estas transferencias se basan en criterios, tales como las necesidades de la comunidad, la capacidad de los estados para proveer servicios públicos, el costo de la prestación de dichos servicios públicos y el esfuerzo tributario que esta haciendo la comunidad para la provisión servicios públicos.
Brasil
La Federación Brasileña presenta un acentuado grado de descentralización de su esquema de relaciones fiscales, en comparación con patrones internacionales. El mismo fue iniciado a fines de la década del 70, ampliado y consolidado por la reforma de la Constitucional Federal en 1988. De hecho, la nueva Constitución transformó a los municipios en miembros de la Federación.
La descentralización fiscal está asociada a una redistribución regional de los recursos entre los gobiernos subnacionales (estados y municipios), a efectos de compensar el desequilibrio fiscal que producen la concentración de la renta económica y de los indicadores de bienestar social.
En el ámbito tributario, se ha proporcionado a los gobiernos subnacionales (estados y municipios), de competencias tributarias exclusivas con amplia libertad para legislar, recaudar y gastar los recursos. Asimismo, se mantiene la facultad en el poder legislativo nacional de fijar y elevar la participación estadual y municipal en la recaudación de los impuestos de los niveles superiores de gobierno. 
El reparto de impuestos entre la Unión y los estados federales y los municipios se efectúa mediante la utilización de dos fondos denominados: Fondo de Participación de los Estados y del Distrito Federal y Fondo de Participación de los Municipios. Dichos fondos se distribuyen siguiendo criterios objetivos de reparto como la superficie de cada estado o municipio participante en los mismos, la cantidad de población y la renta per cápita.
Cuadro Comparativo
En el siguiente cuadro se presenta un esquema que sintetiza para los países seleccionados y la República Argentina, el uso de los distintos instrumentos tributarios, el uso de transferencias, el mecanismo para efectuar dichas transferencias y, en virtud de ello, el grado de correspondencia fiscal entre los distintos niveles de gobierno.
Cuadro comparativo: utilización de instrumentos impositivos.
	Impuestos
	Australia
	Canadá
	USA
	Brasil
	Argentina

	A la renta de las personas
	Federal: Si
Estatal: No
	Federal: Si
Estatal: Desarrolladas: Independientes
Otras: Sobretasas
	Federal: Si
Estatal: Independientes
Local: Alícuotas suplementarias sobre impuestos estatales
	Federal: Si
Estatal: No
	Federal: Si
Estatal: No 

	A la renta de las empresas
	Federal: Si
Estatal: No
	Federal: Si
Estatal: Desarrolladas: Independientes
Otras: Sobretasas 
	Federal: Si
Estatal: Independientes
Local: Alícuotas suplementarias sobre impuestos estatales
	Federal: Si
Estatal: No
	Federal: Si
Estatal: No

	IVA
	Federal: No
Estatal: No
	Federal: Si
Estatal: Solo Quebec
	Federal: No
Estatal: No
	Federal: No
Estatal: (ICMS) Asimilable a IVA. Grava la circulación de mercaderías y ciertos servicios 
	Federal: Si
Estatal: No

	Ingresos Brutos
	Federal: No
Estatal: No
	Federal: No
Estatal: No
	Federal: No
Estatal: No
	Federal: No
Estatal: No
	Federal: No
Estatal: Si


	A las ventas minoristas
	Federal: No
Estatal: No
	Federal: No
Estatal: Independientes. (excepto Quebec)
	Federal: No
Estatal: Independiente (45 de los 50 estados)
	Federal: No
Estatal: No
	Federal: No
Estatal: No

	Internos o específicos
	Federal: Si
Estatal: No
	Federal: Si
Estatal: Si
	Federal: Si
Estatal: Independientes
	Federal: Si Grava los productos industriales (IPI)
Estatal: No
	Federal: Si
Estatal: No

	Transferen-cias no condiciona-das
	Para el desequili-brio vertical y las disparidades horizontales
	Substanciales, para igualación
	No a los Estados
	Si
	Si

	Mecanismo de transferen-cias
	Comité Financiero y Fiscal
	Formula
	No
	Si
	Si

	Correspon-dencia Fiscal
	No
	Si
	Marcada
	Si
	No



A continuación, se detalla la estructura impositiva de nuestro país y de aquellos que se han analizado, en cuanto a la participación porcentual que cada impuesto tiene dentro del total de recursos tributarios, excluidos los recursos destinados a Seguridad Social:
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Cuadro comparativo de la estructura impositiva
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Fuente: Revenue Statistics des Recettes Publiques Ed. 1997 OECD, Fondo Monetario Internacional y datos proporcionados por la AFIP.
ANEXO IV. Tratamiento de la Producción de Bienes y de la Actividad Primaria en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos
Mediante el acto declarativo primero inc.) 4º apartados a) y e) del Pacto Fiscal Federal para el Empleo la Producción y el Crecimiento del 12/8/93 las provincias firmantes se comprometieron a modificar el Impuesto a los Ingresos Brutos disponiendo la exención de la actividad primaria y de la producción de bienes, entre otras, excepto los ingresos por ventas a consumidores finales que se les aplican iguales disposiciones que al sector minorista.
A dichos efectos el tratamiento que reciben las mencionadas actividades en la legislación de cada una de las jurisdicciones es el siguiente:
1. Actividad primaria:
Se considera primaria a la actividad agrícola, ganadera, caza, silvicultura, pesca y explotación de minas y canteras. Las tasas a las que se refiere la ultima columna, son aplicables a aquellos sujetos que no cumplan con los requisitos establecidos para acceder al beneficio de exención y o para aquellas actividades que no tengan previsto un tratamiento especial en las diferentes normas provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires.
	JURISDICCION
	EXENTO
	NORMA
	VIGENCIA
	REQUISITOS
	TASA

	BUENOS AIRES
	Si
	Ley 11518
	En función del tipo de actividad el 1-7-94 o el
1-1-95
	-Inexistencia de deuda referida a todo tributo provincial.
-Estar alcanzado por la desgravación de contrib. Patronales (art. 2°  del Pacto Federal del 12/8/93)
	1%

	CIUDAD DE BUENOS AIRES 
	Si

	Dto PEN 92/94 y Ordenanza 52238 del 4-12-97 y Ley 150
	1-1-94
	-Inexistencia de deuda tributaria.

	A partir del
1-1-95
1%

	CATAMARCA
	No en la actualidad
	Ley 4778
Dto. 2202/95 
	1-1-94 hasta el 
30-6-95
	-Acreditar formalmente el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de los servicios públicos
-Empresas promovidas renunciar a la exención del pago de automotores e I.Brutos a consumidor final 
	1% soja, trigo, maíz, sorgo, papa garbanzo,  minería, petróleo y carbón
Resto 0%

	CORDOBA
	Si
	Dto. 2/94
Ley 8414
	1-1-94
	-No exista deuda del impuesto sobre los ingresos brutos.
-Resulte beneficiario de la reducción de aportes patronales
-Que la explotación se encuentre ubicada en la provincia.
	1%

	CORRIENTES
	Si
	Ley 4767
	1-5-94
	-No existir deuda por tributos.
-Solamente estarán exentos los ingresos obtenidos por el producto primario en la primera venta.
	1%

	CHACO
	Si
	Ley 3394
	1-1-94
	-Por la primera comercialización 
	1%


	JURISDICCION
	EXENTO
	NORMA
	VIGENCIA
	REQUISITOS
	TASA

	CHUBUT
	No en la actualidad
	Ley 3926
	1-1-94.

	
	1%

	ENTRE RIOS
	Si
	Ley 8792 Dto. 1/94

	
	
	      -

	FORMOSA
	Si
	Dto. 1366/93
	
	-Productos producidos y/o elaborados total o parcialmente en la provincia.
-No registrar deuda por ningún concepto con la provincia
	1,5%

	JUJUY
	Si
	Ley 4748
Ley 5095
	1-1-94 Producción agropecuaria
1-1-2001 Resto de la producción primaria
	-Inexistencia de deuda referida a todo tributo provincial.
-Reempadronamiento.
-Localización en el territorio de Jujuy de la actividad productiva.
-Presentación de un listado con todos los inmuebles radicados en la provincia de titularidad del contribuyente y de los miembros de sus órganos directivos.
-Mantener el nivel de ocupación del sector.
	1,2 %


	LA PAMPA
	Si
	Dto. 140

	1-2-94
	-Explotación en la provincia.
-Desgravación previsional Dto. 2609/93.
-No registrar deuda exigible con el impuesto sobre los ingresos brutos.
	0,5%

	LA RIOJA
	Si
	Dto. 2608/93
	
	-No registrar deuda con el impuesto sobre los ingresos brutos.
-Bienes producidos y/o elaborados total o parcialmente en la provincia.
	1%

	MENDOZA
	Si
	Ley 6648
Dto. 60/94

	1-1-94
	-No registrar deuda por tributos.
-Bienes producidos y/o elaborados total o parcialmente en la provincia.
	0,9% al
3%

	MISIONES
	Si
	Ley 3084
	1-1-94
1-7-94 explotación de minas y canteras
	-Ingresos obtenidos por el productor en la primera venta.
	1% solo explotación de minas y canteras 

	NEUQUEN
	Si
	Ley 2058
	
	-No operará la exención cuando se agreguen valores por procesos posteriores al producto primario.
	0%

	RIO NEGRO
	Si
	Ley 2685
	1-1-94
	                               -
	2% solo extracción de petróleo crudo y gas


	JURISDICCION
	EXENTO
	NORMA
	VIGENCIA
	REQUISITOS
	TASA

	SALTA
	Si
	Ley 6736
	Ejercicio 94
	-Efectuada en la provincia.
-Primera etapa de comercialización.
-Adecuación de los municipios a la legislación provincial.
	3% alícuota
general 

	SAN JUAN
	Si
	Ley 6436
	1-1-94
	-Bienes producidos y/o elaborados total o parcialmente en la provincia.
	3% alícuota general

	SAN LUIS
	Si
	Dto. 99/94
	1-1-94
	-Asentamiento productivo, administrativo y domicilio legal en la provincia
-No tener juicios con organismos provinciales.
-Cumplir requisitos art. 4º Dto.117/94.
	1%
3,5%
servicios
agropecua-rios y forestales

	SANTA CRUZ
	No 
	-
	-
	-
	1%

	SANTA FE
	Si
	Dto.691/94
Ley 11123
	En función del tipo de actividad 
1-7-94 o el
1-1-95
	-Asiento  principal de sus operaciones en la provincia.
	1%

	SANTIAGO DEL ESTERO
	Si
	Dto. 
58-B/93 (sector agropecua-rio y minero)
Dto 
549-B/94 (resto)
	Se deja sin efecto por Ley 6807 lo dispuesto en el Dto. 
58-B/93 y Dto 549-B/94 hasta el
31-12-97
	
	     -

	TIERRA DEL FUEGO
	Si
	Ley 138 
Ley143
	En función del tipo de actividad
1-1-94 o 
1-7-94
	-Inexistencia de deuda de tributos.
-Bienes producidos o elaborados total o parcialmente en la provincia y la actividad sea desarrollada por el titular de la explotación.
	1%

	TUCUMAN
	Si 
	Dto. 2507-3/93
	1-1-94
	-No adeudar tributos.
-Tener el establecimiento productivo en la provincia.
	1,4%.



2. Producción de bienes:
Las tasas a las que se refiere la ultima columna son aplicables a aquellos sujetos que no cumplan con los requisitos establecidos para acceder al beneficio de exención y o para aquellas actividades que no tengan previsto un tratamiento especial en las diferentes normas provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires.
	JURISDICCION
	EXENTO
	NORMA
	VIGENCIA
	REQUISITOS
	TASA

	BUENOS AIRES
	Si
	Ley 11490
Ley 11518
	En función del tipo de actividad industrial 
1-1-94 o 
1-1-2000
	-Inexistencia de deuda referida a todo tributo provincial.
-Establecimiento industrial ubicado en la provincia.
-Estar alcanzado por la desgravación de contribuciones patronales (art. 2° del Pacto Federal del 12-8-93)
	1,5%

	CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Si

	Dto PEN 92/94 y Ordenanza 52238 del 4-12-97
	1-1-94
	-Inexistencia de deuda tributaria.
-A partir del 1-1-98 establecimiento industrial ubicado en la Ciudad de 
Bs. As. 
	a partir del
1-1-95
1,5%

	CATAMARCA
	No en la actualidad
	Ley 4778
Dto. 2202/95
	1-1-94 al 
30-6-95
1-4-96 al 
22-8-96
	-Acreditar formalmente el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de los servicios públicos.
-Empresas promovidas renunciar a la exención del pago de automotores e I.Brutos a consumidor final. 
	1,5%

	CORDOBA
	Si
	Dto. 2/94
	1-1-94
	-Establecimiento productivo en la provincia.
-No exista deuda del impuesto sobre los ingresos brutos.
-Resulte beneficiario de la reducción de aportes patronales.
	1,5%

	CORRIENTES
	Si
	Ley 4767
	En función del tipo de actividad industrial 
1-5-94 
1-7-94
	-No existir deuda por tributos.
-Planta manufacturera en la provincia.
	1,5%

	CHACO
	Si
	Ley 3994
RG DGR 1204/94
	1-1-94
	-Establecimiento productivo en la provincia.
-No existir deuda por tributos.
	1,5%

	CHUBUT
	No en la actualidad
	Ley 3926
	1-1-94. Dejada sin efecto por ley 4403 y 4458 desde 
11-9-98 hasta el 31-12-99
	-Planta radicada en la provincia.
-Inscripción en el registro industrial de la provincia.
	1,5%


	JURISDICCION
	EXENTO
	NORMA
	VIGENCIA
	REQUISITOS
	TASA

	ENTRE RIOS
	Si
	Dto. 1/94
Ley 8792
	
	-Inscripción en el registro industrial de la provincia.
-No existir deuda por tributos.
-Establecimineto radicado en la provincia.
	2,5%

	FORMOSA
	Si
	Dto. 64/94
	
	-Productos producidos y/o elaborados total o parcialmente en la provincia.
-No registrar deuda por ningún concepto con la provincia
	1,5%

	JUJUY
	Si
	Ley 5095
	1-1-2001
	-Inexistencia de deuda referida a todo tributo provincial.
-Reempadronamiento.
-Localización en el territorio de Jujuy de la actividad productiva.
-Presentación de un listado con todos los inmuebles radicados en la provincia de titularidad del contribuyente y de los miembros de sus órganos directivos.
	1,8%


	LA PAMPA
	Si
	Dto. 140

	1-1-94
	-Explotación o establecimiento industrial en la provincia.
-Desgravación previsional Dto. 2609/93.
-No registrar deuda exigible con el impuesto sobre los Ingresos Brutos.
	1%

	LA RIOJA
	Si
	Dto. 2608/93
	
	-No registrar deuda con el impuesto sobre los Ingresos Brutos.
-Bienes producidos y/o elaborados total o parcialmente en la provincia.
	1,5%

	MENDOZA
	Si
	Dto. 50/94
Ley 6648
	1-1-94
	-No registrar deuda por tributos.
-Bienes producidos y/o elaborados total o parcialmente en la provincia.
	1,5%

	MISIONES
	Si
	Dto. 354/95
Ley 3262
	En función del tipo de actividad industrial 
1-1-94 o el
1-3-94
	-Inexistencia de deuda por tributos.
-Establecimiento industrial radicado en la provincia.

	1,5%


	JURISDICCION
	EXENTO
	NORMA
	VIGENCIA
	REQUISITOS
	TASA

	NEUQUEN
	Si
	Dto. 305/94
Ley 2058
	1-2-94
	-Bienes producidos y/o elaborados total o parcialmente en establecimientos radicados en la provincia.
-No registrar deuda tributaria.
	1,5%

	RIO NEGRO
	Si
	Dto. 401/94
	En función del tipo de actividad industrial 
1-1-94 o 
31-12-98
	-Ubicación de plantas fabriles en jurisdicción de  la provincia.
-Verificación de los deberes formales y materiales
	1,8%

	SALTA
	Si
	Ley 6736
	Ejercicio 94
	-Planta industrial radicada en la misma.
-Adecuación de los municipios a la legislación provincial.
	3% alícuota
general 

	SAN JUAN
	Si
	Ley 6436
	1-1-94
	-Bienes producidos y/o elaborados total o parcialmente en la provincia.
	3% alícuota general

	SAN LUIS
	Si
	Dto. 99/94
	1-1-94
	-Asentamiento productivo, administrativo o domicilio legal en la provincia
-No tener juicios con organismos provinciales.
-Cumplir requisitos art. 4º Dto.117/94.
	1,5%

	SANTA CRUZ
	No 
	-
	-
	-
	1,5%

	SANTA FE
	Si
	Dto. 3848/93
Dto.691/94
	En función del tipo de actividad industrial 
1-1-94 o 
1-1-99
	-Asiento principal de sus operaciones en la provincia o posean planta industrial en la misma.
	1,5%

	SANTIAGO DEL ESTERO
	Si
	Dto. 
58-B/93
	Se deja sin efecto lo dispuesto en el Dto. 
58-B/93 hasta 31-12-97
	-Planta de producción en la provincia.

	1,5%

	TIERRA DEL FUEGO
	Si
	Ley 138
Ley 143
Dto. 250/94
	1-1-94 y 
1-7-94 según la actividad desarrollada
	-Inexistencia de deuda de tributos.
-Bienes producidos o elaborados total o parcialmente en la provincia.
	1,5%

	TUCUMAN
	Si 
	Dto. 
2507-3/93
	1-1-94
	-No adeudar tributos.
-Tener el establecimiento productivo en la provincia.
	1,8%.



Resulta importante señalar que la exención no alcanza a todas las actividades hidrocarburíferas y sus servicios complementarios así como los supuestos previstos en art. 21 de Título III, Capítulo IV del la ley 23.966.
ANEXO V Ejemplo Numérico del Funcionamiento del IVA “Compartido”
El siguiente ejemplo ayudará a comprender mejor el funcionamiento de este impuesto, considerando siempre una alícuota del 19% para el impuesto nacional y del 4% para el provincial:
1.- Provincia A:  Un sujeto pasivo que denominamos S adquiere 2 (dos) productos en la Provincia A, donde reside, al Productor P, a $100 cada uno, que vende $150 cada uno: el bien "1" en esa Provincia y el bien "2" en la Provincia B, al Sujeto SB. 
	A.- Factura de compra al Productor P por los bienes 1 y 2:
	
	
	Pesos

	
	Precio neto
	
	200,00

	
	IVA Nación
	
	38,00

	
	IVA Prov. A
	
	8,00

	
	Total
	
	246,00

	
	
	
	

	B.- Factura por la venta local del bien
	
	
	

	
	Precio neto
	
	150,00

	
	IVA Nación
	
	28,50

	
	IVA Prov. A
	
	6,00

	
	Total
	
	184,50

	
	
	
	

	C.- Factura por la venta del bien 2 al 
	
	
	

	Sujeto residente en la Provincia B
: 
	
	
	

	
	Precio neto
	
	150,00

	
	IVA Nación
	
	34,50

	
	Total
	
	184,50

	
	
	
	

	D.- IVA a ingresar a la Nación por el 
	
	
	

	Sujeto Pasivo S:
	
	
	

	
	Débito fiscal 
	(28,50+34,50) 
	63,00

	
	Crédito fiscal
	
	-38,00

	
	Saldo a pagar
	
	25,00

	
	
	
	

	E.- IVA a ingresar a la Provincia A
	
	
	

	por el Sujeto Pasivo S: 
	
	
	

	
	Débito Fiscal
	
	6,00

	
	Crédito Fiscal
	
	-8,00

	
	Saldo a su favor
	
	-2,00


	
	
	
	

	F.- Total de impuesto ingresado a 
	
	
	

	la Nación por la actividad desarrollada
	
	
	

	en esta Provincia por el Sujeto S 
	
	
	

	y por el Proveedor P
:
	
	(38,00+25,00)
	63,00


	G.- Total del impuesto ingresado 
	
	
	

	a la Provincia A por la actividad 
	
	
	

	desarrollada en la misma: 
	
	
	

	
	por el Proveedor P:
	
	8,00

	
	por el Sujeto S:
	
	0,00

	
	Total
	
	8,00


2. Provincia B: el Sujeto SB residente en la Provincia B, además de adquirir el bien "2", adquiere otro igual, el bien "3", en esta Provincia al Proveedor PB y al mismo precio. Vende ambos a $300 cada uno, 1 (uno) en La Provincia C y otro en la B. Además incurre en otros gastos en concepto de materiales y servicios adquiridos a terceros a razón de $ 20:
	
	
	
	

	H.- Factura de compra en la Provincia A
	
	
	

	del  bien 2: es la factura correspondiente
	
	
	

	al punto C  de la situación 1:     
	
	
	

	
	Precio neto
	
	150,00

	
	IVA Nación
	
	34,50

	
	Total
	
	184,50

	                         
	
	
	

	I.- Factura de compra en la Provincia B del bien 3 al Proveedor PB
:
	
	
	

	
	Precio neto
	
	150,00

	
	IVA Nación
	
	28,50

	
	IVA Prov. B
	
	6,00

	
	Total
	
	184,50

	
	
	
	

	 J.- Factura de compra en la Provincia B:
	
	
	

	de materiales y servicios       
	
	
	

	
	Precio neto
	
	20,00

	
	IVA Nación
	
	3,80

	
	IVA Prov. B
	
	0,80

	
	Total
	
	24,60

	
	
	
	

	K.- Factura de venta en la Provincia B: 
	
	
	

	
	Precio neto
	
	300,00

	
	IVA Nación
	
	57,00

	
	IVA Prov. B
	
	12,00

	
	Total
	
	369,00

	
	
	
	

	L.- Factura de venta al Sujeto residente 
	
	
	

	en la Provincia C: 
	
	
	

	
	Precio neto
	
	300,00

	
	IVA Nación
	
	69,00

	
	Total
	
	369,00


	M.- IVA a ingresar en la Nación por el Sujeto SB:
	
	
	

	
	Débito fiscal 
	(57,00+69,00)
	126,00

	
	Crédito Fiscal
	(34,50+28,50+3,08)
	-66,80

	
	Saldo
	
	59,20

	
	
	
	

	N.- IVA a ingresar en la Provincia B por el Sujeto SB:
	
	
	

	
	Débito Fiscal
	
	12,00

	
	Crédito Fiscal 
	(6,00+0,80)
	-6,80

	
	Saldo
	
	5,20

	
	
	
	

	
	
	
	

	O.- Total de impuesto ingresado a la 
	
	
	

	Nación:
	
	
	

	a) en la etapa 1:
	
	
	63,00

	b) en la etapa 2: por el proveedor PB
	28,50
	
	

	por proveedores de servicios y materiales 
	  3,80
	
	

	por el sujeto SB

	59,20
	
	91,50

	
	
	
	

	
	
	
	

	P.- Total del impuesto ingresado en las 
	
	
	

	provincias:
	
	
	

	a) a la Provincia A:
	6,00
	
	8,00

	b) A la Provincia B: por el Proveedor PB
	0,80
	
	

	por proveedores de servicios y materiales
	
	
	

	por el sujeto SB:
	5,20
	
	12,00

	Total
	
	
	20,00


3. Provincia C: el sujeto residente en la Provincia C vende el bien "3" en esa Provincia a un consumidor final en $400:
	Q.- Factura por la venta en la Provincia C: 
	
	
	

	
	
	
	

	
	Precio Neto
	
	400,00

	
	IVA Nación
	
	76,00

	
	IVA Prov. C
	
	16,00

	
	Total
	
	492,00

	
	
	
	


	R.- IVA a ingresar a la Nación:      
	
	
	

	
	
	
	

	
	Débito fiscal:
	
	76,00

	
	Crédito fiscal:
	
	-69,00

	
	Saldo  
	
	7,00

	
	
	
	

	
	
	
	

	S.- IVA a ingresar a la Provincia C: 
	
	
	

	
	
	
	

	
	Débito fiscal:
	
	16,00

	
	Crédito fiscal:
	
	0,00

	
	Saldo
	
	16,00

	
	
	
	

	
	
	
	

	T.- Impuesto total ingresado a la Nación:
	
	
	

	
	
	
	

	a) en la etapa 1 
	(Provincia A):
	
	63,00

	b) en la etapa 2 
	(Provincia B):
	
	91,50

	c) en la etapa 3 
	(Provincia C):
	
	7,00

	
	Total
	
	850,00

	
	
	
	

	
	
	
	

	U.- Impuesto total ingresado a las provincias:
	
	
	

	
	
	
	

	a) a la Provincia A:
	
	
	8,00

	b) a la Provincia B:
	
	
	12,00

	c) a la Provincia C:
	
	
	16,00

	
	Total
	
	36,00

	
	
	
	

	
	
	
	

	V.- Justificación del monto de impuesto ingresado a la Nación y a las provincias:
	
	
	

	1. Valor agregado generado en las 3 (tres) provincias:
	
	
	

	a) en la Provincia A (etapa 1):
	2 bienes a $150 c/u:
	
	300,00

	b) en la Provincia B (etapa 2)
	por el bien 2:
	
	150,00

	
	por el bien 3:
	
	300,00

	c) en la Provincia C (etapa 3):
	
	
	100,00

	
	Total
	
	850,00

	
	
	
	

	2. Impuesto ingresado a la Nación: 
	850 x 19% =
	
	161,50

	
	
	
	

	3. Valor agregado por alícuota:
	850 x 4% =
	
	34,00

	Saldo a favor Sujeto S en la Provincia A
	
	
	2,00

	Impuesto ingresado a las provincias
	Total
	
	36,00

	
	
	
	

	4. Stock
	0 x 4% =
	
	0,00
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�  Nótese que en los párrafos resaltados del inc. 2 del artículo 75 se hace mención de “Una ley convenio” o de “La ley convenio”. En ningún momento se hace referencia de las o de varias leyes convenio. 


� Excepto los derechos de importación y exportación previstos en el artículo 4º de la Constitución Nacional; aquellos impuestos cuya distribución, entre la Nación y las provincias, esté prevista o se prevea en otros sistemas o regímenes especiales de coparticipación; los impuestos y contribuciones nacionales con afectación específica a propósitos o destinos determinados, vigentes al momento de la promulgación de esta ley, con su actual estructura, plazo de vigencia y destino y los impuestos y contribuciones nacionales cuyo producido se afecte a la realización de inversiones, servicios, obras y al fomento de actividades, que se declaren de interés nacional por acuerdo entre la Nación y las provincias.





� Como se explicara anteriormente en el Capítulo III además de la falta de claridad del sistema jurídico que ello produce, debe tenerse en cuenta que, conforme nuestra Constitución debe haber una y solo una ley convenio de coparticipación. 





� Llamadas así en realidad por el bajo consumo que se realiza en las mismas, partiendo del criterio que muchos de sus habitantes obtienen sus ingresos en ellas y se trasladan a consumir a los grandes centros urbanos de nuestro país.





� Para un mayor detalle de lo señalado, ver el Anexo IV al final de este trabajo. 


� Debería preverse que el Consejo se reúna en forma periódica a tratar una agenda previa. Además debería reunirse el Consejo con los Ministros de Finanzas de las provincias y el de Economía de la Nación dos veces al año como mínimo a tratar temas que se consideren reservados a este nivel de autoridades.


� Puede apreciarse claramente la neutralidad del gravamen en este caso, habida cuenta que el precio es el mismo independientemente de la jurisdicción en la que se venda.


� Siendo el valor agregado generado en esta jurisdicción de: 2 x 150 = $300, el impuesto ingresado a la Nación se explica de la siguiente manera:


	valor agregado total:		$300 x 19% = 57,00


	valor agregado venta interjurisdiccional:	$150 x 4% =	  6,00 


	T o t a l =	63,00


	Stock en la economía	$150x  4% =	6,00 





� También en este caso puede apreciarse claramente la neutralidad del gravamen: los bienes tienen la misma carga impositiva independientemente de la jurisdicción en que se originaron


� El impuesto ingresado a la Nación por la actividad desarrollada en esta provincia se explica de la siguiente manera:                                                                                                                             


Valor agregado generado:		   								      		$


	por el bien 2:	150,00


	por el bien 3:		 300,00             


	Total:		450,00


		Alícuota federal		x0,19


	Subtotal			85,50


	Menos impuesto anticipado en la etapa anterior por el bien  “2”:	-6,00


Más impuesto que se anticipa en esta provincia por el bien “3”: 	12,00


											Total	       91,50
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Resumen Situación Actual (2)

		DISTRIBUCIÓN PRIMARIA ACTUAL

										TOTAL DE RECURSOS DISTRIBUIDOS :								$ 43,220,240

				Asignaciones Específicas
(No Presupuestarias)						Masa Coparticipable
Bruta						Recursos con Asignación
Específica (Presupuestarios)						Contribuciones Patronales a la Seguridad Social

				$ 9,106,800						$ 24,968,963						$ 3,267,653						$ 5,876,823

																Al FEDEI / FONAVI / FET		$ 1,071,925

																Otros		$ 2,195,729

				$ 12,025,302						$ 9,198,316								$ 3,745,344

										(incluye ATN)						$ 5,891,300

				$ 1,504,467																				$ 5,876,823

						$ 1,711,033

																$ 3,267,653

												NACIÓN										SEGURIDAD SOCIAL
(Jubilaciones y Pensiones)

				PROVINCIAS y CIUDAD DE BS. AS.

								$ 3,608,337				Total				$ 14,177,003

				Coparticipación y otros		$ 13,529,769		(presupuestarios)				Seguridad Social				$ 1,339,956						$ 16,853,424

				Fondos de Asign. Esp. Presup.		$ 3,608,337						Fondos de Asign. Esp.*				$ 3,608,337		$ 1,339,956

				Cop. Ciudad de Bs As. y T. Fuego		$ 226,810						Cop. C. de Bs As y T. F.				$ 226,810

				TOTAL		$ 17,364,917		$ 226,810				Total libre dispon.				$ 9,001,900						No incluye Aportes Personales

												* Considera garantía 900 millones para FONAVI





Resumen Situación Futura (2)

		DISTRIBUCIÓN PRIMARIA

		Situación Futura

		(Todos los montos están expresados en miles)

										MASA COPARTICIPABLE

										$ 43,220,240

										Distribución secundaria provincias y Ciudad de Bs. As.								$ 16,164,544

										Nación								$ 27,055,696

						$ 16,164,544						$ 27,055,696

				PROVINCIAS y Ciudad de Bs. As.								NACIÓN								SEGURIDAD SOCIAL (Jubilaciones y Pensiones)

				Distribución secundaria				$ 16,164,544				Seguridad Social		$ 16,853,424

												-Contribuciones		$ 5,876,823		$ 16,853,424				$ 16,853,424

				TOTAL				$ 16,164,544				-Coparticipación		$ 10,976,600

												Fondo de Desarrollo Humano*		$ 1,200,372

												Libre disponibilidad		$ 9,001,900						No incluye Aportes Personales

												- Servicios de la deuda		$ 6,805,000

												- Resto		$ 2,196,900

												TOTAL (sin Seg. Social)		$ 10,202,272
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Resumen Situación Actual (2)

		DISTRIBUCIÓN PRIMARIA ACTUAL

										TOTAL DE RECURSOS DISTRIBUIDOS :								$ 43,220,240

				Asignaciones Específicas
(No Presupuestarias)						Masa Coparticipable
Bruta						Recursos con Asignación
Específica (Presupuestarios)						Contribuciones Patronales a la Seguridad Social

				$ 9,106,800						$ 24,968,963						$ 3,267,653						$ 5,876,823

																Al FEDEI / FONAVI / FET		$ 1,071,925

																Otros		$ 2,195,729

				$ 12,025,302						$ 9,198,316								$ 3,745,344

										(incluye ATN)						$ 5,891,300

				$ 1,504,467																				$ 5,876,823

						$ 1,711,033

																$ 3,267,653

												NACIÓN										SEGURIDAD SOCIAL
(Jubilaciones y Pensiones)

				PROVINCIAS y CIUDAD DE BS. AS.

								$ 3,608,337				Total				$ 14,177,003

				Coparticipación y otros		$ 13,529,769		(presupuestarios)				Seguridad Social				$ 1,339,956						$ 16,853,424

				Fondos de Asign. Esp. Presup.		$ 3,608,337						Fondos de Asign. Esp.*				$ 3,608,337		$ 1,339,956

				Cop. Ciudad de Bs As. y T. Fuego		$ 226,810						Cop. C. de Bs As y T. F.				$ 226,810

				TOTAL		$ 17,364,917		$ 226,810				Total libre dispon.				$ 9,001,900						No incluye Aportes Personales

												* Considera garantía 900 millones para FONAVI





Resumen Situación Futura (2)

		DISTRIBUCIÓN PRIMARIA

		Situación Futura

		(Todos los montos están expresados en miles)

										MASA COPARTICIPABLE

										$ 43,220,240

										Distribución secundaria provincias y Ciudad de Bs. As.								$ 16,164,544

										Nación								$ 27,055,696

						$ 16,164,544						$ 27,055,696

				PROVINCIAS y CIUDAD DE BS. AS.								NACIÓN								SEGURIDAD SOCIAL (Jubilaciones y Pensiones)

				Distribución secundaria				$ 16,164,544				Seguridad Social		$ 16,853,424

												-Contribuciones		$ 5,876,823		$ 16,853,424				$ 16,853,424

				TOTAL				$ 16,164,544				-Coparticipación		$ 10,976,600

												Fondo de Desarrollo Humano*		$ 1,200,372

												Libre disponibilidad		$ 9,001,900						No incluye Aportes Personales

												- Servicios de la deuda		$ 6,805,000

												- Resto		$ 2,196,900

												TOTAL (sin Seg. Social)		$ 10,202,272
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Gráfico1

		Nación

		Provincias

		Municipios



Gastos

Gastos consolidado en el año 1997
de los tres niveles de gobierno

41175

28579

7385



Hoja1

		Gasto e Ingreso Público Nacional Consolidado

		Por niveles de gobierno en millones de $ corriente -Año 1997-

		Fuente: Boletín Fiscal IV Trimestre 1997 -Base caja/D.N. de Coordinación con las Provincias

		Síntesis del Mensaje y Proyecto de ley para 1998 (Municipios)

				Gastos				Ingresos

		Nación		$41,175.00		53.4%		$54,573.00		76.1%

		Provincias		$28,579.00		37.0%		$13,455.00		18.8%

		Municipios		$7,385.00		9.6%		$3,708.00		5.2%

		TOTAL CONSOLIDADO		$77,139.00		100.0%		$71,736.00		100.0%

				Nación		Provincias		Municipios		Total

		Gastos		$41,175.00		$28,579.00		$7,385.00		$77,139.00

		Ingresos		$54,573.00		$13,455.40		$3,707.90		$71,736.30

		Transferencias		($17,675.20)		($3,270.40)		$0.00		($20,945.60)

		Ingresos recibidos por transferencias		$0.00		$17,675.20		$3,270.40		$20,945.60

		Necesidades de financimiento		($4,277.20)		($718.80)		($406.70)		($5,402.70)





Gráfico2

		Nación

		Provincias

		Municipios



TOTAL DE INGRESOS PROPIOS

Ingresos consolidados en 1997
de los tres niveles de gobierno

36898

27860

6978



Hoja2

		

				Nación		Provincias		Municipios

		TOTAL DE INGRESOS PROPIOS		$36,898		$27,860		$6,978





Gráfico3

		Gastos		Gastos		Gastos		Gastos

		Ingresos		Ingresos		Ingresos		Ingresos

		Transferencias		Transferencias		Transferencias		Transferencias

		Ingresos recibidos por transferencias		Ingresos recibidos por transferencias		Ingresos recibidos por transferencias		Ingresos recibidos por transferencias

		Necesidades de financiamiento		Necesidades de financiamiento		Necesidades de financiamiento		Necesidades de financiamiento
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Provincias

Municipios

Total

Ingresos y gastos consolidados en 1997
de los tres niveles de gobierno

41175

28579

7385

77139

54573

13455.4

3707.9

71736.3

-17675.2

-3270.4

0

-20945.6

0

17675.2

3270.4

20945.6

-4277.2

-718.8

-406.7

-5402.7



Hoja3

		

				Nación		Provincias		Municipios		Total

		Gastos		$41,175.00		$28,579.00		$7,385.00		$77,139.00

		Ingresos		$54,573.00		$13,455.40		$3,707.90		$71,736.30

		Transferencias		($17,675.20)		($3,270.40)		$0.00		($20,945.60)

		Ingresos recibidos por transferencias		$0.00		$17,675.20		$3,270.40		$20,945.60

		Necesidades de financiamiento		($4,277.20)		($718.80)		($406.70)		($5,402.70)





Gráfico4

		Nación

		Provincias + Municipios



Gastos

41175

35964



Gráfico5

		Nación

		Provincias + Municipios



Ingresos

54573

17163.3



Hoja1 (2)

		

		Gasto e Ingreso Público Nacional Consolidado

		Por niveles de gobierno en millones de $ corriente -Año 1997-

		Fuente: Boletín Fiscal IV Trimestre 1997 -Base caja/D.N. de Coordinación con las Provincias

		Síntesis del Mensaje y Proyecto de ley para 1998 (Municipios)

				Nación		Provincias + Municipios		Provincias		Municipios

		Gastos		$41,175.00		$35,964.00		$28,579.00		$7,385.00

				Nación		Provincias + Municipios		Provincias		Municipios

		Ingresos		$54,573.00		$17,163.30		$13,455.40		$3,707.90






_1534584092.doc










$ 254







$ 340







$ 346







$ 392







$ 508







0







50







100







150







200







250







300







350







400







450







500







550







1991







1997







Año



























1995







Haber







 Jubilatorio







 Medio Total







Nuevas Jubilaciones












_1534584090.xls
Gráfico1

		Nación

		Provincias

		Municipios



Gastos

Gastos consolidado en el año 1997
de los tres niveles de gobierno

41175

28579

7385



Hoja1

		Gasto e Ingreso Público Nacional Consolidado

		Por niveles de gobierno en millones de $ corriente -Año 1997-

		Fuente: Boletín Fiscal IV Trimestre 1997 -Base caja/D.N. de Coordinación con las Provincias

		Síntesis del Mensaje y Proyecto de ley para 1998 (Municipios)

				Gastos				Ingresos

		Nación		$41,175.00		53.4%		$54,573.00		76.1%

		Provincias		$28,579.00		37.0%		$13,455.00		18.8%

		Municipios		$7,385.00		9.6%		$3,708.00		5.2%

		TOTAL CONSOLIDADO		$77,139.00		100.0%		$71,736.00		100.0%

				Nación		Provincias		Municipios		Total

		Gastos		$41,175.00		$28,579.00		$7,385.00		$77,139.00

		Ingresos		$54,573.00		$13,455.40		$3,707.90		$71,736.30

		Transferencias		($17,675.20)		($3,270.40)		$0.00		($20,945.60)

		Ingresos recibidos por transferencias		$0.00		$17,675.20		$3,270.40		$20,945.60

		Necesidades de financimiento		($4,277.20)		($718.80)		($406.70)		($5,402.70)
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TOTAL DE INGRESOS PROPIOS

Ingresos consolidados en 1997
de los tres niveles de gobierno

36898

27860
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Hoja2

		

				Nación		Provincias		Municipios

		TOTAL DE INGRESOS PROPIOS		$36,898		$27,860		$6,978





Gráfico3

		Gastos		Gastos		Gastos		Gastos

		Ingresos		Ingresos		Ingresos		Ingresos

		Transferencias		Transferencias		Transferencias		Transferencias

		Ingresos recibidos por transferencias		Ingresos recibidos por transferencias		Ingresos recibidos por transferencias		Ingresos recibidos por transferencias

		Necesidades de financiamiento		Necesidades de financiamiento		Necesidades de financiamiento		Necesidades de financiamiento
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Hoja3

		

				Nación		Provincias		Municipios		Total

		Gastos		$41,175.00		$28,579.00		$7,385.00		$77,139.00

		Ingresos		$54,573.00		$13,455.40		$3,707.90		$71,736.30

		Transferencias		($17,675.20)		($3,270.40)		$0.00		($20,945.60)

		Ingresos recibidos por transferencias		$0.00		$17,675.20		$3,270.40		$20,945.60

		Necesidades de financiamiento		($4,277.20)		($718.80)		($406.70)		($5,402.70)





Gráfico4

		Nación

		Provincias + Municipios



Gastos

41175

35964



Gráfico5

		Nación

		Provincias + Municipios



Ingresos

54573

17163.3



Hoja1 (2)

		

		Gasto e Ingreso Público Nacional Consolidado

		Por niveles de gobierno en millones de $ corriente -Año 1997-

		Fuente: Boletín Fiscal IV Trimestre 1997 -Base caja/D.N. de Coordinación con las Provincias

		Síntesis del Mensaje y Proyecto de ley para 1998 (Municipios)

				Nación		Provincias + Municipios		Provincias		Municipios

		Gastos		$41,175.00		$35,964.00		$28,579.00		$7,385.00

				Nación		Provincias + Municipios		Provincias		Municipios

		Ingresos		$54,573.00		$17,163.30		$13,455.40		$3,707.90






